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Introducción 

El viernes 30 de enero de 2004, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo A/003/04 por el que se crea la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua. La noticia fue asumida con optimismo por la sociedad mexicana, e interpretada como el cumplimiento de una parte del compromiso pendiente de la Presidencia de la República, con las víctimas del feminicidio y sus familiares.

Ahora, después de 22 meses de trabajo de la Fiscalía Especial, se hace necesario un alto en el camino para que, quienes trabajamos desde hace años con las familias de las víctimas, con las Organizaciones de la Sociedad Civil de Juárez y Chihuahua y con un compromiso público de reclamo por la inacción del gobierno en los casos de los feminicidios, realicemos un análisis del cumplimiento de los compromisos asumidos por el Ejecutivo Federal a través de la Procuraduría General de la República y de la Fiscalía.
En este primer momento, el Observatorio Ciudadano para Monitorear la Impartición de Justicia en los casos de Feminicidio en Ciudad Juárez y Chihuahua, hace un acercamiento preliminar al trabajo realizado por la Fiscalía Especial y de ello informa. Con posterioridad, los trabajos del Observatorio continuarán, abarcando a todas las instituciones encargadas de la impartición de justicia en los casos de feminicidio.

Como acción inicial del Observatorio analizamos el trabajo y la eficiencia de la Fiscalía Especial, y realizamos una serie de recomendaciones al gobierno federal sobre los elementos que debe enfatizar si desea cumplir con sus compromisos con las familias de las víctimas, la sociedad civil nacional e internacional y con los Organismos Internacionales que han presentado sus propias recomendaciones sobre las inconsistencias encontradas en la gestión pública, alrededor del feminicidio.

Planteamiento del problema 

El feminicidio es una expresión radical de la violencia masculina; es un acto irreparable que produce indignación, sufrimiento y dolor; es el “derecho” que algunos hombres se arrogan para terminar con la vida de una mujer. 

De 1993 a la fecha, entre 300 y 500 mujeres han sido asesinadas con una violencia brutal en Ciudad Juárez y en la capital de Chihuahua. A pesar de la gravedad del problema, el Estado mexicano no se transforma para hacer frente a esta violencia de género; e incluso en las diversas propuestas de reforma del Estado discutidas en diversos espacios del Congreso de la Unión, en la academia y en círculos de análisis de la ciudadanía, no se plantean reformas institucionales y de políticas públicas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos humanos de las mujeres y, con ello, eliminar condiciones de riesgo para la vida. Sin disminuir los esfuerzos por enfrentar esta problemática, el panorama es desolador. No hay voluntad política para articular las acciones emprendidas y éstas terminan siendo parciales, débiles y además contradictorias.
 

Se ha reconocido que diversos funcionarios y empleados públicos asignados a instancias de gobierno local y federal, responsables de atender y esclarecer los homicidios, cayeron en graves faltas de negligencia, actos de omisión y contra la administración de la justicia que obstruyen la aplicación de la ley, así como el arribo a la verdad y la justicia. Como es de suponerse, tampoco han contribuido a la prevención de lo que es ya un problema social, definido por las autoridades como “homicidios de mujeres con características y/o patrones conductuales similares”

Por estos hechos, México recibe múltiples exigencias y recomendaciones de organismos defensores de los derechos humanos de diversa índole: de las Relatoras en la materia de la Organización de las Naciones Unidas; de las Relatoras de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW); del Relator Especial sobre la Independencia de Magistrados y Abogados de la ONU; de la Comisión de Expertos Internacionales de la ONU contra la Droga y el Delito; de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; de la organización Amnistía Internacional, así como un conglomerado de Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC) mexicana que cotidianamente plantean sus incertidumbres y demandas sobre la actuación del Estado alrededor de este tema.

Los organismos internacionales han planteado que la violencia contra niñas y mujeres es un mecanismo de dominio, control y opresión de género de las mujeres; además, que la violencia contra las mujeres es una violación de varios derechos humanos entre los que se incluyen: a. El derecho a la vida; b. El derecho a la libertad y seguridad de la persona; c. El derecho a la protección igual bajo la ley; d. El derecho de no someterse a la tortura u otro tratamiento o castigo cruel, inhumano o degradante; e. El derecho al nivel más alcanzable de bienestar físico y mental; f. El derecho a la igualdad; g. El derecho de ser libre de todas formas de discriminación; h. El derecho a condiciones de trabajo justas y favorables.

En forma cada vez más frecuente, las OSC hemos planteado estrategias de movilización para abordar y denunciar esta problemática. Éstas, si bien han logrado captar la atención de la opinión pública nacional e internacional, en poco han contribuido a la construcción de políticas públicas que definan y resuelvan estas graves y reiteradas violaciones a los derechos humanos. 

Es por ello que Católicas por el Derecho a Decidir; Equidad de Género, Ciudadanía, Trabajo y Familia; Red por los Derechos Sexuales y Reproductivos en México, ddser; la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos; la Red Nacional contra la Violencia hacia las Mujeres y los Hombres Jóvenes y Red Mujer / Siglo XXI; con el apoyo de Justicia para Nuestras Hijas y Nuestras Hijas de Regreso a Casa, decidimos emprender una política proactiva y nos dimos a la tarea de organizar un proceso de escrutinio del funcionamiento de los órganos del Estado mexicano, encargados de la impartición de justicia en los casos de feminicidio ocurridos en Ciudad Juárez y en la ciudad de Chihuahua.

Hasta ahora, el Ejecutivo Federal ha mostrado una voluntad política que hace énfasis en lo declarativo, para resolver el feminicidio. Si bien designó a funcionarios, asignó presupuestos, invirtió en instalaciones y responde a los reclamos internacionales, la eficacia terminal de todo el proceso sigue siendo puesta en duda por familiares de las víctimas y OSC involucradas en el tema, e indudablemente es confrontada con la cotidiana aparición de más cadáveres que se suman a la ya interminable lista de agravios que vive la sociedad de Ciudad Juárez y la ciudad de Chihuahua.

La gestión de la Fiscal Especial María López Urbina, según se explica  en sus informes, promovió el análisis de los expedientes de todos los casos que tuvo a su disposición, inició procedimientos de investigación sobre 4 servidores públicos señalados como omisos en las indagatorias y atrajo 9 Averiguaciones Previas relativas a 24 homicidios de mujeres. La Fiscal Especial Mireille Roccatti promovió y defendió la creación del Fondo de Auxilio Económico, declaró que había un número -que estimó en 10- de asesinatos de mujeres que nunca podrían ser aclarados porque los expedientes se extraviaron. Además de los hechos referidos, no se tienen más que declaraciones públicas de lo actuado durante su gestión de poco más de tres meses.

Independientemente de estas dinámicas institucionales, corren en canales paralelos las demandas de justicia de familiares y OSC que participan en la coadyuvancia de los procesos jurídicos. Ellos consideran que han sido insuficientes e ineficaces los esfuerzos de todas las instancias del Estado que se han visto involucradas en el tema. Además, de que son receptoras de epítetos, amenazas, ofensas, agresiones e incluso se les ha pretendido responsabilizar por el supuesto desprestigio que padece la ciudad, como si de ellas y ellos dependiera la fama pública del Municipio de Juárez o del estado mismo.
En ellos repercute directamente la intención del gobierno, a través de la Fiscalía Especial (FE en adelante), de sustituir la reparación integral del daño con “auxilios económicos” que, por no provenir de una correcta aplicación de la justicia –como lo establecen el Código Federal de Procedimientos Penales y los Tratados, Acuerdos y Convenios Internacionales firmados por nuestro país y ratificados por el Senado en la materia-, pueden promover formas perversas de impunidad. Adicionalmente éstos se otorgan en el contexto de programas de gobierno y no como impartición de justicia, lo que genera el silencio entre las familias, que perciben que han recibido una dádiva gubernamental y no algo a lo que tienen derecho.

A las mujeres que viven en Ciudad Juárez se les continúa responsabilizando de su condición de vulnerabilidad; y para prevenir posibles ataques se diseñan programas y medidas de gobierno que pretenden coartarles sus derechos constitucionales al libre tránsito y a la privacidad. Las muertes, junto con las campañas de prevención, buscan controlar a las mujeres poniendo límites a su movilidad y a su conducta en la esfera pública y privada
.  

El Estado, en vez de proponerles medidas de gobierno que les aseguren un futuro y las dignifiquen, les oferta la diatriba, el menosprecio, la calumnia de ser ellas las que inducen, las que provocan, las que se matan a si mismas con sus conductas, o sus vestidos, o su andar, o su mirada o su simple vida. A las vivas de Juárez y de Chihuahua se les quiere condenar a subsistir en condiciones que atentan contra sus derechos humanos fundamentales.

¿Por qué un Observatorio Ciudadano?

Los Observatorios, concebidos como nuevas instituciones públicas o de la sociedad civil, pueden contribuir al fortalecimiento de las instituciones de los países de la región; lo que es igual a decir, a la mejor gobernabilidad de nuestras sociedades desde la perspectiva de los derechos humanos, el desarrollo sustentable, la lucha contra la corrupción y la impunidad.

Este Observatorio Ciudadano para monitorear la Impartición de la Justicia en los casos de Feminicidio en Ciudad Juárez y Chihuahua está integrado por diversas OSC especializadas en género y derechos humanos, que nos proponemos contribuir a establecer los mecanismos para poder llegar a la verdad y la justicia en los casos de feminicidio en Juárez y Chihuahua. Además, aportamos una visión sobre el ejercicio del Estado y la exigencia de la rendición de cuentas desde la sociedad civil, y también nos asumimos como parte de los procesos sociales y comunicativos relacionados con el proceso de democratización que vive la sociedad mexicana.

Nuestro primer objetivo es monitorear las acciones y resultados, producto del desempeño de la FE. Este Informe es una aproximación al trabajo de la FE, que se abre a cotejarse con otras miradas y a interactuar con otras investigaciones que, a su vez, provengan de diferentes visiones de la sociedad mexicana. 

Un observatorio ciudadano es necesario para reforzar, desde la sociedad civil, la impartición de justicia; para que la figura de la Fiscalía Especial sea reconocida y utilizada como una herramienta de la ciudadanía; para fortalecer, como lo establecen los Convenios Internacionales firmados por México, la participación ciudadana en organismos del Estado; así como para la verificación del cumplimiento de su función, o en su caso la denuncia del Estado ante los organismos internacionales, para hacer exigible la llamada “Cláusula Democrática” establecida en los Tratados Comerciales firmados por nuestro país con la Unión Europea.  Así como para sustentar y difundir, conforme a una información y análisis riguroso y accesible, el papel de los organismos encargados de la persecución y castigo a los responsables del feminicidio.

Observaciones al proceso

Del feminicidio

El feminicidio es una ínfima parte visible de la violencia contra niñas y mujeres, sucede como culminación de una situación caracterizada por la violación reiterada y sistemática de los derechos humanos de las mujeres

“En México no son vigentes los derechos humanos de las mujeres […] Los asesinatos de mujeres no pueden considerarse hechos aislados o de carácter interno. Las mujeres no son sólo víctimas de violencia criminal, en algunos casos se trata de bandas delictivas de diverso tipo y de traficantes de seres humanos. De manera generalizada, las mujeres son víctimas de graves abusos en la esfera doméstica que culminan en el asesinato de un importante número de ellas”. Lo anterior proviene de la Relatora de las Naciones Unidas sobre Violencia Contra las Mujeres, Sra. Yakin Ertürk, al presentar una declaración preliminar ante la Comisión de Derechos Humanos de la ONU reunida en Ginebra en abril de 2005.

Desde hace más de una década, el fenómeno del feminicidio se ha visibilizado en la escena nacional. Si bien la percepción pública es que este se reduce únicamente a Ciudad Juárez y Chihuahua, es cada vez más frecuente encontrar nuevos datos y nuevas organizaciones en diversos estados de la República que demuestran lo contrario.

Alrededor del feminicidio se ha desatado una confusión de números, que al final resulta bastante conveniente para el Estado, quien incluso ha contribuido con sus propias cifras. Por ejemplo, el Relator Especial sobre la Independencia de Jueces y Magistrados de la ONU
 intentó en 2004 un recuento. Según él entre 1993 y el 2001 suman 189 asesinadas; la PGJECH considera 268 asesinadas entre 1993 y 2002;  la CNDH reconoce 236 de 1993 a 2003; Amnistía Internacional 370 de 1993 a 2003; el Instituto Chihuahuense de la Mujer 321 de 1993 a 2003 y la Fiscalía Especial 205 de 1993 a 2004. 

Según el informe de la Dip. Dra. Marcela Lagarde, de acuerdo con investigaciones realizadas por la Dra. Alicia Elena Pérez Duarte, Secretaria Técnica de la Comisión Especial del Senado, fueron asesinadas 548 mujeres de 1993 hasta 2005, a partir de cotejar los informes de asesinatos reportados entre 1993 a 1998 por la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua, el Informe de la CNDH y el informe de la Fiscal Especial.

Finalmente, de acuerdo con los resultados del seguimiento periodístico realizado por la Comisión de Feminicidios de la Cámara de Diputados, “...sólo en 2004 hubo 27 casos y hasta marzo de 2005 han asesinado 13 mujeres. Y si se consideran 548 casos entre 1993 y 2005, únicamente han sido sentenciadas 77 personas, lo que supone un déficit en la procuración de justicia”.

Si consideramos “…que las oportunidades de que dispone la mujer para lograr su igualdad jurídica, social, política y económica en la sociedad se ven limitadas, entre otras cosas, por una violencia continua y endémica…” (Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, ONU, 1993), y que “todos los delitos de ese tipo, en particular los asesinatos, las violaciones sistemáticas…requieren una respuesta especialmente eficaz.” (Artículo 38 de la Conferencia Mundial sobre los Derechos Humanos. Declaración y Plataforma de Acción de Viena, 1993), entonces tenemos a un Estado que asume compromisos en el exterior, pero no se ocupa de hacerlos tangibles para su población más vulnerable.
En esta aproximación, el Observatorio Ciudadano no hará una reflexión mayor sobre el fenómeno del feminicidio, quedando reservado el tema para un proceso posterior, que tratará de delimitar las vertientes conocidas, jurídicas, sociológicas, punibles y desde la perspectiva de la normatividad internacional, para proponer conclusiones útiles a la sociedad, y no sólo permanecer en la denuncia. 

De la Presidencia de la República

El 25 de noviembre de 2003, en el contexto de una movilización nacional e internacional contra el feminicidio, el Presidente de la República recibió por vez primera en su mandato a las madres de las víctimas de Ciudad Juárez y Chihuahua. En esa reunión tanto él como su Secretario de Gobernación hicieron algunos compromisos. Este Observatorio dará seguimiento posterior a los mismos, evaluará su cumplimiento y dará sus conclusiones sobre la voluntad política del régimen para resolver este problema.

Producto de las recomendaciones de los organismos internacionales de verificación sobre el cumplimiento de las obligaciones adquiridas por México en materia de derechos humanos, y como respuesta a una de las demandas de las familias de las víctimas, el gobierno federal, a través de la Procuraduría General de la República, creó la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua. 

De la Fiscalía Especial

Hemos hecho un seguimiento al trabajo reportado en los tres informes de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua, en el cual analizamos las atribuciones que le fueron conferidas, así como su pertinencia para los hechos que debe investigar; asentamos algunas inconsistencias encontradas en la construcción del trabajo de investigación y en las conclusiones derivadas de las mismas; analizamos la derivación de facultades ministeriales que plantea; revisamos los elementos disponibles sobre su ejercicio presupuestal; examinamos la aplicación del Programa de Atención a Víctimas del Delito y profundizamos en la revisión de la reparación del daño que se plantea.

Contexto Normativo

En el decreto de creación de la FE
 se contempla un marco formal para la asignación de atribuciones y facultades legales conferidas a este órgano investigador del Ministerio Público Federal. En él no se incorporan las particularidades que rodean el fenómeno del feminicidio y que permiten la creación de la propia FE. 

No se toma en cuenta lo tardío del accionar del Estado en el cumplimiento de sus obligaciones constitucionales derivadas del Artículo 17, que a la letra dice: “Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial...”, y aún cuando se refiere a las recomendaciones emitidas por la CNDH, señala y minimiza las advertencias dictadas por los Organismos e Instrumentos Internacionales en materia de derechos humanos como “…el impacto que éstos (los asesinatos de mujeres en Juárez) han tenido en la sociedad y en la opinión pública…internacional”.
Si bien menciona que se atiene a lo que dicta el Artículo 133 de la Constitución, que dice: “Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión...”, evade contextualizar su actuación en este marco y, lo reduce a ”… la adopción de mecanismos que garanticen la coordinación entre todas las instancias competentes de los niveles municipal, estatal y federal, para prevenir, investigar y, en su caso, sancionar…”.

El Ministerio Público Federal debe, según el Código Federal de Procedimientos Penales “Artículo 2.-…llevar a cabo la averiguación previa y ejercer, en su caso, la acción penal ante los tribunales.”, no coordinar o coadyuvar  como eufemísticamente define el decreto de creación. 

Aún cuando la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República establece la posibilidad de coadyuvar en procesos vinculados a la soberanía de los estados, este ordenamiento es inferior en jerarquía a los Tratados y Convenios Internacionales ratificados por México, en que se compromete a reformar las leyes que obstaculicen el arribo a la justicia y, en este caso, las instancias locales de procuración e impartición de justicia han sido factor de dilación, elusión y cobertura de la impunidad que reviste al fenómeno del feminicidio. “Nadie está autorizado a creer que la verdad, la justicia y la reparación son cosas que el Estado puede, discrecionalmente, otorgar o negar.”

Además la Constitución establece que el Ministerio Público de la Federación tiene como facultad: “Artículo 102.-…hacer que los juicios se sigan con toda regularidad para que la administración de justicia sea pronta y expedita…”, en concordancia con el mandato constitucional establecido en el artículo 21 de nuestra Carta Magna
.
En el Acuerdo A/003/04 que da origen a la Fiscalía, establece “atribuciones previstas en … la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; …el Código Federal de Procedimientos Penales; … la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, y las demás que otras disposiciones que le confieren al Ministerio Público de la Federación…”, y ordena “que la creación de una Fiscalía Especial tiene como finalidad coadyuvar con la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua en la investigación de los homicidios que nos ocupan y ya no sólo los nuevos casos que pudieran presentarse en el citado Municipio”.

“Participar tanto en el esclarecimiento de tan lamentables hechos como en el deslinde de responsabilidades…”, por lo que “será competente para la investigación y persecución de los delitos relacionados con homicidios de mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua…” y establece claramente que su “Titular de la Fiscalía Especial tendrá la calidad de agente del Ministerio Público de la Federación”.

Sin embargo el mandato de la Fiscalía Especial se limita a la atracción de casos que tengan “conexidad con algún ilícito penal del fuero federal”, ocasionando que el número de casos que requieran su investigación sea reducido.   

El acuerdo CUARTO establece que “…En el ejercicio de sus funciones la Fiscalía Especial tendrá las atribuciones previstas en los artículos 21 y 102 apartado “A” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 2 y 136 del Código Federal de Procedimientos Penales; 4 fracciones I, IV, V y VI de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, y las demás que otras disposiciones que le confieren al Ministerio Público de la Federación.”.
En el acuerdo SEXTO se dice que “…deberá realizar la sistematización de la información contenida en las averiguaciones previas y procesos a su cargo…”.

El OCTAVO refiere “…participará en los mecanismos de coordinación públicos, privados y sociales que se implementen respecto a los homicidios de mujeres en el citado Municipio.”

Como se puede observar las atribuciones de investigación y persecución de los delitos encomendados a la FE no van más allá de las facultades contempladas para el Ministerio Público Federal, limitando su actuación a coordinar y  coadyuvar con las autoridades locales del municipio y sistematizar la información que se someta a su estudio. 

La Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos A.C. (CMDPDH) ha señalado en sus informes presentados ante varias instancias internacionales que 

“[l]a importancia de la Fiscalía Especial radica en el trabajo que ésta debiera realizar en conjunto con las instancias de la PGJ Chihuahua para resolver los casos de mujeres asesinadas y desparecidas en Ciudad Juárez. Sin embargo, consideramos que mientras no exista plena disposición y coordinación entre las instancias, será imposible resolver los casos y detener los homicidios y desapariciones”. 

La creación de la FE, con un mandato sumamente limitado, no resuelve el problema de los homicidios de mujeres cometidos en el Municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua y mucho menos da cumplimiento a las obligaciones internacionales del Estado mexicano derivadas de los diversos instrumentos internacionales que ha ratificado y que constituyen ley Suprema de la Nación, así como de las recomendaciones que le han hecho diversos organismos internacionales. 

Algunas de las disposiciones a las que el Estado mexicano está vinculado en virtud de la ratificación de diversos tratados internacionales en materia de derechos humanos de la mujer, y las cuales debieron ser consideradas al momento de la creación de la FE y de la implementación de la política de estado para hacer frente a la situación en Ciudad Juárez, son los siguientes:

Los artículos 1 y 2 de la Declaración Universal de Derechos del Hombre; las disposiciones de la Convención Americana sobre Derecho Humanos; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará); la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas; así como los artículos 2 y 3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que reconocen el derecho a la igualdad y  la prohibición de la discriminación; la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, así como el Protocolo Facultativo de esa Convención, entre otras.

En opinión de algunos abogados coadyuvantes de los procesos, estas atribuciones son limitadas e insuficientes, pues ellas permiten la elusión de responsabilidades: “…no se tiene el mandato adecuado, desde el punto de vista de las obligaciones internacionales que se generan para un Estado…Vemos que el Estado mexicano se ha apartado un poco de esas obligaciones, ha dejado relegado al ámbito local la resolución de esto y,  hemos visto que el ámbito local no ha sido suficiente, no ha sido capaz de resolver esta situación.”

La intención de contar con una Fiscalía que tenga como prioridad atender los delitos de homicidio y desaparición de niñas y mujeres en Ciudad Juárez contribuye a un avance al derecho de los ciudadanos al acceso a la justicia, toda vez que el gobierno de Chihuahua fue incapaz de garantizar este derecho. Sin embargo el mandato de la FE ha hecho que este derecho se vea nuevamente reducido, pues después de realizar el estudio que le corresponde y determinar que el delito se trata ya sea del fuero común o del fuero federal, las deficiencias en la investigación y persecución del delito vuelven a repetirse, violando sistemáticamente las garantías del debido proceso señalado en la Constitución y en los diversos instrumentos internacionales. 

La obligación del Estado mexicano en virtud del artículo 1 de la Convención Americana es la de “[…] respetar los derechos y libertades reconocidos en ella  y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que estés sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición”. 

Respecto de esta obligación la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte”) ha señalado el deber de los Estados Partes de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera que sean capaces de asegurara jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos, derivados el artículo 1 de la Convención.

De ahí que el Ejecutivo Federal tenga la facultad de crear las instancias necesarias, con los mandatos adecuados, para dar solución a los casos de homicidio, desaparición y violencia en contra de mujeres y niñas en la Ciudad Juárez. Con una debida estructura gubernamental que responda a las exigencias de los afectados por tan graves delitos, el Estado mexicano, en este caso, estaría cumpliendo con su deber de garantizar el acceso a la justicia de las víctimas y sus familiares y con su obligación de investigar y sancionar a los responsables de las violaciones de derechos humanos. 

Sobre esta última obligación la Corte también ha señalado que: 

“[...] el Estado [...] está obligado a investigar los hechos [...] Inclusive, en el supuesto de que dificultades del orden interno impidiesen identificar a los individuos responsables por los delitos de esta naturaleza, subsiste el derecho de los familiares de la víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en su caso, dónde se encuentran sus restos. Corresponde por tanto al Estado, satisfacer esas justas expectativas por los medios a su alcance. A ese deber de investigar se suma el de prevenir la posible comisión de desapariciones forzadas y de sancionar a los responsables de las mismas. Tales obligaciones [...] se mantendrán hasta su total cumplimiento.”

Asimismo ha señalado en la primera sentencia de la Corte que:

 “El Estado está, por otra parte, obligado a investigar toda situación en la que se hayan violado los derechos humanos protegidos por la Convención. Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se restablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su libre y pleno ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción. Lo mismo es válido cuando se tolere que los particulares o grupos de ellos actúen libre o impunemente en menoscabo de los derechos humanos [...]”

Estas obligaciones internacionales a las que nos hemos referido y que se han quedado limitadas, en el sentido de que son muchas las recomendaciones que al respecto se le han señalado al Estado mexicano derivadas de los tratados internacionales que ha ratificado, son exigibles al Estado en su conjunto como responsable obligado. 

Es decir, el hecho de que estas obligaciones sean inicialmente de competencia local y no federales no es óbice para que el Estado mexicano incumpla con su deber de investigar y sancionar a los responsables y menos cuando ha habido desde 1993, denuncias constantes y acciones que reclamaban justicia sin que las autoridades correspondientes hicieran algo. 
A este respecto, la propia Convención Americana en su artículo 28 establece que el cumplimiento de las obligaciones que derivan de ella corresponde al Gobierno federal.
 La Relatora Especial sobre Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias o Sumarias concluyó en uno de sus informes para México
 que:

“El Gobierno ha tomado algunas medidas iniciales para garantizar el derecho a la vida de todas las personas, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Por desgracia, estas medidas positivas no han sido suficientes para corregir la situación, pues persisten las ejecuciones extrajudiciales y la impunidad de quienes las cometen.  […] El Gobierno federal no puede ocultarse detrás de la pantalla del "federalismo" […], para dejar impunes a personas influyentes. El Gobierno tiene la obligación jurídica de hacer cumplir los tratados y principios internacionales, aun cuando según el derecho interno esta o aquella violación de los derechos humanos incumba a la jurisdicción regional o estatal.”

De acuerdo a estas disposiciones y al principio de continuidad del Estado corresponde al Ejecutivo Federal velar por que las violaciones a las garantías establecidas en los tratados de derechos humanos sean investigadas y sancionadas. De ahí que el mandato de la Fiscalía Especial pueda ser modificado de tal forma que pueda realizar las acciones conducentes para la investigación y persecución de los delitos en Ciudad Juárez, aún cuando se trate de delitos del fuero común, si las autoridades locales no garantizan el acceso a la justicia de las víctimas y sus familiares, como hasta la fecha lo han demostrado.  

Las atribuciones de origen de la FE, permiten que se cierre el círculo perverso de la legalidad existente en México. Si bien el Estado Mexicano ha respondido a las recomendaciones de los organismos internacionales, ha creado la FE y otros instrumentos desde el Ejecutivo para atender esta problemática, lo ha hecho desde el marco legal nacional, sin contemplar ni integrar la Legislación Internacional en la materia. Sobra decir que aún no se han promovido las reformas constitucionales y legales que le den facultades para subsanar su incumplimiento de la norma internacional.

Además, sus conclusiones contribuyen a la disipación legal, al detectar un cúmulo de inconsistencias e irregularidades y un abierto torcimiento de los procedimientos jurídicos, los cuales determina regresar a su punto de origen: Los órganos de procuración de justicia que generaron las mismas graves faltas a la ley.  

Al aplicar su criterio discrecional –al que está en forma inverosímil facultado-, no contempla: 

· Que no está cumpliendo con los requerimientos de los Organismos e Instrumentos Internacionales de vigilancia de los derechos humanos.

· La estructura de procuración de justicia en el estado de Chihuahua está vinculada políticamente a las anteriores administraciones, por lo que responde a una lógica estructural de conveniencias políticas e intereses creados, que origina una política continuada de impunidad y no de procuración de justicia.

· La calidad moral de quienes se encuentran implicados en las investigaciones.

· La pericia profesional de quienes ejercen cargos por designación política, no por sus capacidades.

· La inmediatez en la procuración de justicia a que le obliga la Constitución.

En resumen, el Estado Mexicano usa la legalidad existente -que le serviría para asumir con seriedad su tarea de investigación y persecución de delitos, como se verá más adelante-, para tratar de que las cosas cambien para que todo siga igual.

Sobre las inconsistencias de los informes de la Fiscalía Especial

En la construcción de los informes de la FE se encuentra implícita una trampa conceptual, en la que es fácil caer por lo complicado de la trama legal y política que se teje alrededor de los feminicidios. Sería muy sencillo hacer un análisis de las conclusiones, para, desde ahí emitir opiniones sobre el cumplimiento de las obligaciones del Estado.
EL Observatorio Ciudadano optó por analizar la consistencia en la construcción documental de los informes. La propia FE nos da los elementos para ello y desde ahí decimos que:

En el análisis comparativo de los tres informes se denotan dos inconsistencias de origen que vician y descalifican de hecho el trabajo realizado por la propia Fiscalía. A saber:

1. Basa todo su trabajo de análisis, integración y clasificación de expedientes en las Averiguaciones Previas (AP) formuladas por los Ministerios Públicos del estado de Chihuahua. Contradictoriamente, ella misma descalifica la construcción original de los expedientes, cuestiona y aporta elementos suficientes para proceder a reponer buena parte de las investigaciones, y además da  lugar a considerar como carente de sustento la información ahí asentada.

Observaciones generales a las averiguaciones previas 
En todos los informes de la FE se reconoce que las AP –que le sirven de referente documental para sustentar su trabajo de investigación-, son de “difícil lectura”; o se encuentran “ilegibles”; no están integradas en “orden cronológico”; el MP no “declaró testigos”; contienen declaraciones de personas que “no se justifica jurídicamente por qué, quién o bajo qué circunstancias comparecen”; en los casos que el móvil pudiera estar relacionado con delitos del fuero federal, el MP “no interrogó con profundidad a las personas que identificaron los cadáveres”; refiere una marcada inactividad en las investigaciones y “cuando las hay, éstas fueron realizadas fuera de tiempo”.

No existen los acuerdos de actuación del MP que “señalen el cierre o apertura de las actuaciones”; no corre agregado a los expedientes el “informe de investigación que debían haber rendido los agente de la Policía Judicial (PJ)”; en algunos expedientes, los servicios periciales de la PGJECH informa que “no pudieron realizarse los peritajes…por carecerse de los recursos materiales…necesarios”; se agregan a los expedientes retratos hablados, dictámenes sin firma, formatos del VICAP
, informes de la PJ que “carecen de una secuencia lógica o cronológica. Tampoco existen las constancias ministeriales que otorguen validez formal a dichos documentos.”.

No existe constancia de que se haya elaborado un registro de datos forenses que permita “la identificación de las víctimas que aún permanecen como desconocidas”; tampoco se encontró constancia de la existencia de un “registro de personas que hayan denunciado la desaparición de sus familiares de sexo femenino en cual permita confrontar…los datos forenses de…víctimas de homicidio…en calidad de desconocidas con los de aquellas que denunciaron la desaparición de sus familiares.”; en los casos de víctimas “…(que) aún se encuentran como desconocidas”, no existen “los dictámenes de antropología forense, de reconstrucción facial (cuando existe el cráneo), ni tampoco existe constancia de que se haya solicitado”.

Es frecuente que los dictámenes periciales “…no correspondan en su contenido a las constancias ministeriales practicadas…por el MP”; en ninguno de los expedientes apareció solicitud, ni agregado en actuaciones de “dictamen pericial alguno para la búsqueda de fibras en las ropas de las víctimas a efecto de una posterior confronta, …incluso en los cuerpos de…víctimas que nunca fueron identificadas”; el crono-tanato-diagnóstico (investigación que sirve para determinar el tiempo que ha transcurrido desde el fallecimiento de la víctima) genera suspicacias sobre su confiabilidad, por dos elementos: “1. no expone de una manera metódica, comprobable y sistemática…el procedimiento…para llegar a las conclusiones…”  y “2. en algunos casos…establecen fechas en las que está plenamente comprobado que las víctimas todavía se hallaban con vida”.

En los homicidios cometidos por disparo de arma de fuego, no existe constancia de que “se hayan practicado los correspondientes dictámenes en el cuerpo y ropas de las víctimas”.

Y por último, en todos los expedientes se advierte que los responsables de la Fiscalía Especializada para la Investigación de Homicidios de Mujeres de la PGJECH “no aplicaron los mecanismos correspondientes de supervisión y administración  en las investigaciones bajo su esfera de competencia, toda vez que se aprecia no existe un método, o guía de diligencias básica, que les permita dar uniformidad y seguimiento a las investigaciones, lo cual hubiera podido corregir las graves omisiones en que incurren los responsables de la práctica de las diligencias…”

Como se puede percibir, existen elementos suficientes para reponer las investigaciones, como era su obligación procedimental. En los anales de la investigación documental, así como en la experiencia de trabajo de investigación, queda establecido que si la base documental sobre la que se analiza es inconsistente, las conclusiones serán igualmente inconsistentes. 

En contrasentido de su propia evaluación y valoración, estos mismos datos le sirven a la Fiscalía para delimitar competencias, eludir responsabilidades y negar la atracción de los casos a nivel federal. En forma adicional, en los informes 2 y 3 se denota un intento por suavizar las faltas en los expedientes, para estar acordes con el discurso oficial de minimizar los hechos derivándolos al fuero común.

Al  establecer  resultados  y  proceder  en  consecuencia a ofrecer conclusiones – definitivas  en  algunos  casos-, que  derivan  de  nuevo  las  investigaciones –inconclusas y en la misma condición en que las recibió- a la PGJECH, la FE omite en forma negligente su responsabilidad legal de ofrecer alternativas para una correcta integración de las AP, no repone ningún procedimiento, ni colige ni deslinda responsabilidades de los delitos que no han sido investigados en las mismas AP. 

En lo anterior, se percibe una intención política de la FE por minimizar el fenómeno del feminicidio, pues hace uso de su facultad discrecional para determinar, implícita y políticamente, que no hay feminicidio, ocultándolo en diversos tipos penales que poco o nada tienen que ver con la sistematicidad  criminal que configura el feminicidio. Además de ofrecer una salida al Estado para continuar incumpliendo con sus obligaciones internacionales, al informar que “legalmente” se han seguido los procedimientos establecidos para ello; sin considerar si estos procedimientos son legítimos y éticamente aceptables en estos casos, y sin ofrecer soluciones reales y de fondo a las víctimas potenciales, pues al no haber castigo a los culpables, se les invita a continuar con estas prácticas.

2. Se puede considerar que la FE redujo su labor únicamente a la numeral SEXTA del Acuerdo de creación de la Fiscalía, es decir, solo realizó una sistematización de la información contenida en las AP y Procesos a su cargo. Lo anterior llevó a la Fiscalía a convertirse en una investigadora de los investigadores, que no asumió su obligación de perseguir los delitos de los que tuvo conocimiento, ni siquiera los que ella misma detectó, cometidos por servidores públicos en el curso de la integración, investigación y fundamento de las Averiguaciones Previas.

A continuación, hacemos una observación gráfica de las responsabilidades que atribuye la FE, a servidores públicos en la integración de las AP. 

Funcionarios Estatales probables responsables de delitos

	1ER  INFORME1
	2° INFORME2
	3ER INFORME3

	7 Fiscales
	8 Fiscales
	8 Fiscales

	20 Agentes del Ministerio Público
	28 Agentes del Ministerio Público
	20 Agentes del Ministerio Público

	10 Subagentes del Ministerio Público
	10 Subagentes del Ministerio Público
	3 Subagentes del Ministerio Público

	1 Subjefe de oficina de averiguaciones previas
	
	

	2 Jefes de oficina y procesos conciliatorios
	2 Jefes de oficina y procesos conciliatorios
	2 Jefes de oficina y procesos conciliatorios

	24 Agentes de la Policía Judicial
	27 Agentes de la Policía Judicial
	6 Agentes de la Policía Judicial

	17 Peritos
	25 Peritos
	11 Peritos

	Total
	131

	Total de servidores públicos sujetos a investigación

(No se especifica a que periodo corresponden)
	44


1. Intervinieron 167 servidores públicos en 29 Averiguaciones Previas. Equivalente al 50% de quienes intervinieron en las indagatorias. Total de funcionarios involucrados: 81.

2. Intervinieron 257 servidores públicos en 50 Averiguaciones Previas (51 de los funcionarios señalados en este informe son los mismos que en el anterior). Equivalente al 39% de quienes intervinieron en las indagatorias. Total de funcionarios involucrados: 49.

3. Intervinieron 190 servidores públicos en 22 Averiguaciones Previas. (49 de los funcionarios son los mismos que aparecen en los anteriores). Equivalente al 26% de quienes intervinieron en la indagatorias =  Total de funcionarios involucrados: 1.

4. Faltando al compromiso presidencial de actuar contra los servidores públicos que incurrieron en ilícitos, el ex procurador de Chihuahua, Arturo Chávez (durante el gobierno de Francisco Barrio Terrazas) fue designado Subsecretario de Gobernación para Asuntos Jurídicos del Gobierno Federal. Este funcionario está señalado como probable responsable de delitos derivados de su inacción en los casos de Ciudad Juárez.

2.1 De la derivación de facultades 
La recurrente derivación de facultades que hace la Fiscalía Especial hacia el ámbito local, tiene diversos inconvenientes, entre los que se encuentra la violación de preceptos internacionales ratificados por México: “…El deber internacional de respetar y hacer respetar los derechos humanos impone a todo Estado la obligación de adoptar medidas eficaces para impedir que la impunidad favorezca a los responsables de la comisión de delitos graves conforme al derecho internacional…ese mismo deber exige al Estado abstenerse de introducir en su normativa penal disposiciones cuya aplicación traiga como resultado la sustracción de los responsables de tales delitos a las consecuencias jurídicas de sus actos”.

En el estado de Chihuahua, a través de la elusión, omisión y negligencia con que se han integrado los expedientes de los casos de feminicidios y desapariciones, con la falta de investigación, con las resoluciones judiciales dudosas, con la actuación de la generalidad de los órganos de impartición de justicia en el estado, se ha propiciado y proyectado a la nación un sentimiento de permisibilidad a la impunidad. Por ejemplo, la desaparición de mujeres, a criterio de la autoridad ministerial –que goza de una facultad discrecional reconocida por la Constitución- no es considerada delito, no se reconoce como cometida en privación ilegal de la libertad o secuestro, delito de origen que incide en un alto número los casos.

Es a este escenario judicial que la Fiscalía Especial ha turnado de regreso los casos de feminicidio y de los servidores públicos señalados como presuntos responsables.

De acuerdo a lo que se ha argumentado en el capítulo “Contexto Normativo” recalcamos que es el Ejecutivo Federal, en representación del Estado mexicano, el que tiene la obligación de cumplir con los tratados internacionales en materia de derechos humanos, por lo que las deficiencias existentes tanto en la investigación y persecución de los delitos, como las negligencias en la integración de las AP y los resultados naturalmente inconsistentes derivados de una mala actuación de las autoridades deriva en la responsabilidad internacional del Estado mexicano. 

Así lo ha señalado la Corte en algunas de sus sentencias: 

“[...] todo menoscabo a los derechos humanos reconocidos en la Convención que pueda ser atribuido, según las reglas del Derecho internacional, a la acción u omisión de cualquier autoridad pública, constituye un hecho imputable al Estado que compromete su responsabilidad [...]”

“[…] Además, también se compromete la responsabilidad internacional del Estado cuando éste no realice las actividades necesarias, de acuerdo con su derecho interno, para identificar y, en su caso, sancionar a los autores de las propias violaciones.”

Además, la FE elude considerar, al derivar las facultades ministeriales al ámbito local, que fue precisamente la incapacidad, inconsistencia, omisión, negligencia criminal, falta de pericia y colusión con que se integraron las AP, la que originó la creación de la FE y su propia investigación. Al final, este trabajo de la FE se convierte en un intento por cerrar el círculo perverso de la impunidad-investigación deficiente-investigación de la investigación-derivación-impunidad.

La Comisión Interamericana señaló en su Informe sobre la “Situación de los Derechos de la Mujer en Ciudad Juárez, México: El derecho a no ser objeto de violencia y discriminación
 que “cuando los perpetradores no son responsabilizados -- como en general ha ocurrido en Ciudad Juárez – la impunidad confirma que esa violencia o discriminación es aceptable, lo cual fomenta su perpetuación. Tal como lo ha señalado la Corte Interamericana de Derecho Humanos en relación con las violaciones de los derechos humanos en general, el Estado tiene la obligación de combatir situaciones de impunidad por todos los medios legales disponibles, ya que la impunidad –“propicia la repetición crónica” de las violaciones de derechos humanos “y la total indefensión de las víctimas y sus familiares
”
Derivación de facultades ministeriales

	Primer informe

30 de enero - 3 de junio 

2004

	50 expedientes analizados

	Causa o proceso penal
	Averiguaciones previas

	Analizadas 21
	Analizadas 29

	Homicidio doloso
	13
	Probable móvil sexual
	7

	Homicidio en riña 
	2
	Móvil sexual
	5

	Homicidio culposo 
	2
	
	

	Parricidio y parricidio en grado de tentativa 
	2
	
	

	Robo 
	1
	
	

	Tentativa de encubrimiento por favorecimiento 
	1
	
	

	Casos

	Atracción federal
	Fuero común
	Familiares


	7
	22
	8


Señala la FE: “Es de señalar que en algunos casos se observa que los hechos motivo del proceso, nada tienen que ver con el tipo de homicidios que se relacionan con los casos objeto de atención y competencia de las Fiscalías creadas para atender los homicidios de mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua; es decir, que no presentan determinadas características y/o patrones conductuales similares.”

Con este juicio de valor, la Fiscalía concluye, en los hechos, que no tiene materia para intervenir en los casos, o en otras palabras, que no hay feminicidio que perseguir.

Derivación de facultades ministeriales (continúa)

	Segundo informe

Comprende hasta el 25 de octubre de 2004

	105 expedientes analizados

	Causas o procesos penales
	Averiguaciones previas

	Analizadas 55
	Analizadas 50

	Homicidio doloso
	44
	
	

	Homicidio culposo
	5
	
	

	Parricidio y parricidio en grado de tentativa
	2
	
	

	Homicidio preterintencional
	2
	
	

	Violación agravada
	1
	
	

	Encubrimiento por favorecimiento
	1
	
	

	Probable móvil sexual
	3
	Probable móvil sexual
	14

	Móvil sexual
	10
	Móvil sexual
	4

	Casos

	Atracción federal
	Fuero común
	Familiares

	
	46
	22


Afirma la Fiscalía: “No se encontraron elementos que justifiquen la intervención directa de la PGR, toda vez que no se detectaron conductas ilícitas que pudieran ser competencia de los tribunales federales. Sin embargo se sumaron a las 7 averiguaciones previas del primer informe, dos casos: el del Campo Algodonero y el Cristo Negro y el caso de Rebeca Contreras Mancha”.

De nuevo se aproxima a la misma conclusión sobre sus atribuciones: No tiene competencia, ergo no hay feminicidio. Este argumento lo refuerza con lo que se muestra a continuación.

“46 casos de averiguaciones previas del total de 50 objeto de este segundo informe, la investigación de los homicidios resulta ser de la exclusiva competencia de las autoridades locales”
. Es de resaltar que no se ofrece ninguna conclusión sobre los cuatro expedientes resultantes del análisis que hace la FE.
“La mayoría de los homicidios de mujeres estudiados, no son el resultado de la acción de homicidas seriales o producto de la delincuencia organizada”
. 

“Los casos en donde se han encontrado posibles vinculaciones con la delincuencia organizada, la Procuraduría General de la República ha ejercido su facultad de atracción a través del área encargada de estos temas, a saber, la Subprocuraduría de Investigación Especializada en Delincuencia Organizada (SIEDO), tienen en su poder 24 casos de homicidio de mujeres”
.

Derivación de facultades ministeriales (continúa)

	Tercer informe

Octubre 2004 – Enero 2005

	50 expedientes analizados

	Causa o proceso penal
	Averiguaciones previas
	Procedimiento en contra de menores

	Analizadas 23
	Analizadas 22
	Analizados 5

	Homicidio doloso
	22
	Probable móvil sexual
	5
	

	Homicidio en riña 
	1
	Móvil sexual
	5
	

	Homicidio culposo 
	3
	

	Parricidio y parricidio en grado de tentativa 
	1
	

	Violación agravada
	1
	

	Ultrajes a la moral pública
	1
	

	Probable móvil sexual
	8
	

	Móvil sexual
	1
	

	Casos

	Atracción federal
	Fuero común
	Familiares

	
	19
	12


De nuevo la Fiscalía: “La mayoría de los homicidios de mujeres estudiados, no son el resultado de la acción de homicidas seriales o producto de la delincuencia organizada.”

“De los 104 expedientes de procesos penales (99 causas penales y 5 procedimientos) estudiados por la Fiscalía Especial, sólo 23 casos de homicidios corresponde a las características y/o patrones conductuales similares”.

El Estado, a través de la FE, intenta encuadrar el feminicidio como tipo penal –aún cuando no exista en la norma nacional-, ligándolo solamente a los asesinatos seriales. Como se observa en los informes, la Fiscalía se esfuerza por minimizar e invisibilizar los factores sociales, culturales e incluso criminógenos que estructuran el fenómeno del feminicidio, señalando que no existen patrones similares de conducta y, que los casos derivados no se ajustan a los criterios jurídicos del mandato que le fue conferido a la propia FE.

Programa de Atención a Víctimas del Delito

A nivel internacional existe una toma de conciencia colectiva sobre la importancia que reviste la lucha contra la impunidad. El análisis del Programa de Atención a Víctimas de la Fiscalía Especial merece especial interés, porque en la lucha contra la impunidad se hace referencia, por un lado, a la investigación y persecución de los autores responsables de actos u omisiones que conllevan a una violación a los derechos humanos, y por el otro se hace necesaria referencia a la reparación del daño a la víctima. 

Para el propósito de abordar estos elementos, el Observatorio analizó los informes de la FE, e integró a su evaluación las entrevistas realizadas para este fin en la Ciudad de Chihuahua y en Ciudad Juárez a los familiares de las víctimas y los representantes de las OSC.

La violación de derechos humanos constituye per se una trasgresión de las obligaciones del Estado Mexicano en virtud del derecho internacional. El conjunto de Principios para la Protección y Promoción de los Derechos Humanos mediante la Acción con el Fin de Combatir la Impunidad, incluidos en el informe de 1997 del Relator Especial sobre la Cuestión de la Impunidad, Louis Joinet, refiere los principios básicos de los derechos de la víctima para ser considerada como sujeto de derecho:

· El derecho a saber de la víctima (Derecho a la Verdad)

· El derecho de la víctima a la justicia (Derecho a la Justicia)

· El derecho a la reparación de la víctima (Derecho a la Reparación)

· La necesidad de establecer una serie de medidas destinadas a garantizar la no reiteración de las violaciones. (Garantía de No Repetición)

Sobre el Derecho a la Verdad

Asumimos la definición que propone Joinet, en el sentido de que el derecho a la verdad es un derecho individual y colectivo de las víctimas y/o sus familiares y de la sociedad, para que ésta recupere y construya una verdad histórica, a efecto de evitar la deformación o negación de los delitos que la motivaron.

En cuanto al trabajo realizado en este sentido por la FE, como hemos visto, usó y regresó a su origen una base documental e histórica pervertida por la negligencia de los servidores públicos que la generaron, y no hizo esfuerzos visibles en el trabajo de recuperación histórica de los hechos que motivaron su actuación, para dar paso a la construcción de una verdad histórica.

En 11 entrevistas
 realizadas por este Observatorio, varios familiares de las víctimas en Ciudad Juárez y Chihuahua afirmaron que nunca han tenido acceso a los expedientes; aún cuando también hubo quienes refirieron que conocen sus expediente –son minoría- e inclusive, en un caso conoció el expediente este año -2005-, cuando la desaparición de su familiar ocurrió en 1994. 

Son recurrentes los datos que arrojan las entrevistas: todas se refieren a la notoria inconsistencia en la integración de los expedientes, la falta de información, la negligencia para conservar la evidencia, y la nulidad, la imprecisión o lo errático de las líneas de investigación.

“Muchas de las pruebas que se debieron haber mandado analizar en febrero del 2001 se mandaron hasta septiembre del 2003 y obvio es que la respuesta es que están en estado de descomposición, que no se preservó la muestra adecuadamente, que es materia insuficiente. Después de cuatro años, ya de qué sirve. No, pues, todo eso está mal integrado”.

Además, informan que cuando se realizan cambios de titular de la Fiscalía, los familiares se encuentran con que se han sustraído documentos de las AP, y a pesar de hacer los señalamientos a la autoridad, los expedientes continúan su deterioro. Al parecer se ha estado subsanando la falta de no dar acceso a los expedientes a los familiares, aún cuando continúa la poca disposición para explicarles lo contenidos en las AP, y la nula asistencia jurídica.

Se ha llegado al extremo del extravío de un cráneo y la incineración de la evidencia de algunos casos, razón por la cual pretendieron responsabilizar a los familiares de las víctimas. Asimismo, informan que algunos casos son descuidados por el arribo de nuevos casos de asesinatos de mujeres.

“…La pérdida de indicios fundamentales para lograr la identificación de las víctimas y la consecuente confusión, destrucción y extravío de expedientes. Se dio el caso de que la inundación de una oficina destruyera expedientes de la investigación o que grupos de indigentes entraran en instalaciones, que se suponían desocupadas, e hicieran fuego para calentarse con expedientes irrecuperables.
” (sic)
Como se puede constatar, no se ha hecho esfuerzo alguno por hacer accesible el derecho a la verdad de las y los familiares de las víctimas, en algunos casos se puede hablar incluso de la percepción de estar ante un síndrome propiciatorio del ocultamiento y el torcimiento de la ley. 
“…para mi la reparación del daño es, primero que nada, el derecho a conocer lo que pasó con mi hija, yo tengo derecho a conocer la verdad, a  saber que fue realmente lo que paso con mi hija, ya sé que todo mundo va a decir: Ya sabe que la secuestraron y la mataron. Ya sabe lo que vivió porque estuvo leyendo la autopsia. Pero al referirme yo a conocer realmente lo que ella vivió, me refiero a decir, bueno, la secuestraron de aquí, de aquí no de allá, de allá o de allá. La secuestraron, la llevaron a tal lugar, ahí la tuvieron, esta persona fue la que hizo esto, esto y esto, éste otro hizo esto, saber realmente lo que paso que se castigue a los asesinos de… (Su hija), que se castigue a todos los funcionarios que por negligentes, por corruptos por omisos, han permitido que esto se siga reproduciendo, entonces, yo creo que hablar de reparación del daño no implica nada mas dinero...”

Menos aún se ha hecho por satisfacer el deseo de la sociedad por conocer la verdad histórica de los hechos que motivan la persistencia del fenómeno del feminicidio.

Sobre el Derecho a la Justicia

No existe reconciliación justa y durable sin que sea aportada una respuesta efectiva a los deseos de justicia.
 

Corresponde al Estado una serie de obligaciones que, en el contexto de este informe, recaen en la FE, tales como la que se refiere a la investigación de los asesinatos, la identificación de los autores materiales e intelectuales si los hubiera, y proceder para colegir y deslindar responsabilidades, así como para asegurar las sanciones correspondientes. Adicionalmente, la Fiscalía informa que, como parte de esas obligaciones están las actividades del Programa de Atención a Víctimas del Delito, mediante al cual otorgó asesoría jurídica a familiares de 21 casos. 
Algunos funcionarios públicos han declarado que el origen de los asesinatos está en que las mujeres víctimas eran prostitutas o drogadictas. En las entrevistas a familiares, éstos cuestionan el argumento anterior y señalan que, aún cuando lo hubieran sido, sigue siendo responsabilidad del Estado el garantizar la vida y la seguridad de las personas, por lo que no debían ocurrir los asesinatos. Menos aún debieran darse expresiones como las de dichos funcionarios, que provocan la percepción, en las familias, de una falta de interés institucional en atender los casos.

“Yo quiero la justicia, responsables, para que no sigan causando daño. Mire, si se da cuenta, tengo niñas, ¿cual será mi temor que la próxima sea la niña? Y, ¿de quién me cuido? si no sé quién es, eso es algo que nosotros siempre gritamos, ¡justicia! y que ya se pongan a trabajar las autoridades.”

“…una queda muy mal, destrozada del corazón, queda uno casi loca, queda uno enferma, queda una de todo, …pues se va curando poco a poquito de otras cosas que van surgiendo, que van saliendo, ...lo que importa es la justicia, el dinero no importa tanto porque la vida de nuestras hijas no tiene ningún precio.” 

Es de señalar que pocos familiares hacen distinción entre las diversas autoridades responsables de atender sus casos. En las actuales condiciones, mediado por la absurda derivación de competencias que llevó a cabo la FE, en el horizonte del derecho a la justicia sólo se alcanzan a ver los nubarrones y el hollín que dejó aquel incendio inverosímil de los expedientes a que hace referencia el presidente de la CNDH.

Sobre  el Derecho a la Reparación

En el cuerpo de los informes de la Fiscalía Especial se hace referencia en los dos primeros a un Fideicomiso para apoyo a víctimas de los homicidios de mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua. En el tercer informe se habla ya de un Fondo económico para indemnizar a familiares de las víctimas de homicidio de mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua; y en éste se reconoce que el Fondo establecerá un Consejo Asesor “integrado por servidores públicos de la Procuraduría General de la República y la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua, el cual desarrollará su función conforme a las bases, lineamientos, políticas y reglas generales que el propio Consejo emitirá oportunamente”
.

Y así fue. Con fecha 20 de noviembre de 2004, la Cámara de Diputados contempló que para el Presupuesto de Egresos de la Federación correspondiente a 2005, se debían entregar 31 millones de pesos a la PGR para que esta dependencia creara un Fideicomiso para la reparación del daño a familiares de mujeres asesinadas en Ciudad Juárez, que finalmente se incrementaría, quedando integrado por la aportación de 25 millones del gobierno federal y 5 millones más del estatal para hacer un gran total de 61 millones de pesos. Además se establece el nombramiento de un Consejo Asesor plenipotenciario que definiría los criterios de los auxilios.

En abierta violación a la Ley de Egresos 2005, sin mediar explicación alguna y sin tomar en cuenta los estándares internacionales en materia de reparación del daño, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de mayo de 2005 el “ACUERDO número A1131105 del Procurador General de la República, por el que se crea el Consejo Asesor de Aplicación del Fondo de Auxilio Económico a Familiares de las Víctimas de Homicidio de Mujeres en el Municipio Juárez, Chihuahua, de la Procuraduría General de la República. “, es decir, la PGR establece un Fondo de Auxilio Económico, en vez del Fideicomiso que ordena la Ley. 

Este Fondo, no contempla ninguno de los componentes requeridos para una reparación integral del daño. En lugar de generar una política del Estado que busque reparar el daño y acabar con la impunidad, el Fondo, por ser parcial e ineficiente, corre el riesgo de contribuir a que los feminicidios se perpetúen
: Es decir, se reduce la conceptualización de la reparación del daño, solo a la parte de la indemnización compensatoria que se refiere a compensación económica. Como se verá a continuación, aún este concepto es insuficiente.

Adicionalmente, como fue anunciado, el Consejo Asesor, creado el 29 de junio de este año, está encabezado por el Subprocurador Mario Álvarez Ledesma, sus consejeros son Gilberto Higuera Bernal, José Luis Santiago Vasconcelos, Ángel Buendía Buendía y Cecilia Barra y Gómez Ortigosa de la PGR y tiene como colaboradores a asociaciones civiles sin trabajo con las víctimas y sin contacto con las familias (Fundación Lolita de la Vega por ejemplo). Este Consejo determina discrecionalmente los montos y la orientación de los recursos públicos destinados por el Congreso en la Ley.

Según anunció la PGR, la suma de dinero que cada familia debe recibir, está siendo determinada con base en el nivel de violencia sufrida por la víctima
: 

En el Manual de Cobertura establece que "…(si) el homicidio se haya cometido dolosamente; si hubiese presentado características o patrones conductuales similares que hayan implicado daño físico o mental, incluido el dolor, el sufrimiento y la angustia grave, y hubieran sido producto de violencia social o intrafamiliar vinculada a razones de género". Contradictoriamente, el Consejo asesore define también:
"De establecerse el mismo monto de auxilio económico para todos los casos de homicidios de mujeres, el trabajo del consejo asesor puede circunscribirse a realizar una operación aritmética que consista en dividir el monto del fondo disponible entre el número de homicidios, o en su caso asignar a todos la misma cantidad base que resulte de la cuantificación establecida en la ley, con independencia de la capacidad del fondo". 

Para justificar la operación aritmética, la PGR recurre al artículo 1915 del Código Civil Federal y determina el monto del auxilio económico. En el ordenamiento se indica que la reparación del daño debe consistir, a elección del ofendido, en el restablecimiento de la situación anterior cuando sea posible o en el pago de perjuicios. "Cuando el daño se cause a las personas y produzca la muerte, incapacidad total permanente, parcial permanente, total, temporal o parcial temporal, el grado de la reparación se determinará con base en la Ley Federal del Trabajo (sic)…”

"Una vez que el consejo asesor recurrió a esa herramienta legal, determinó que el monto del auxilio a familiares de cada víctima de homicidio doloso será de 136 mil 656 pesos, cantidad que se obtiene multiplicando el salario mínimo vigente al área geográfica A, que incluye Ciudad Juárez, Chihuahua, y a su vez la cantidad que resulte se multiplicará por 730 días de salario mínimo, como lo establece la Ley Federal del Trabajo, con el resultado de los 136 mil 656 pesos." 

"El monto de auxilio económico a familiares de las víctimas de homicidio que hubiesen presentado características o patrones conductuales similares que hayan implicado daño físico o mental, incluido el dolor, el sufrimiento y la angustia grave, aumentarán tanto más respecto de la cantidad que resulte de la fórmula estipulada en el punto que antecede para hacer un total de 273 mil 312 pesos". 

"Sufrimientos y angustias que deben ser tomados en cuenta para buscar la mayor compensación posible en beneficio de sus familiares, quienes han padecido hasta la fecha los efectos del delito." 

Mireille Roccatti declaró sobre los criterios de asignación de recursos “…son los que adoptamos nosotros de Naciones Unidas”. 

En los hechos, los citados criterios se aplican, según testimonios de familiares de las víctimas brindados en Cd. Juárez y Chihuahua -asentados en los anexos de este informe-, con una particular interpretación de los estándares internacionales: Si las madres de las víctimas solicitan estudios de ADN o si reclaman por la exhumación de los cuerpos, no recibirán “auxilio económico” del Fondo, y para obligarlas a ello, deben firmar un compromiso por escrito de que así será.

“Yo pienso que ese apoyo que están dando, es para que uno ya no siga hablando, no siga exigiendo, porque claro, les han dicho las mamás que han recibido apoyo que ellas no tienen derecho a exigir un ADN, una investigación profunda, y yo les dije, yo no quiero eso, porque mi hija está desparecida, fue una persona la que se perdió, no un objeto”

“...del Fideicomiso, hasta que no encuentre uno a su hija y,  a mi no me lo van a dar hasta que no la encuentre (Su hija desapareció en 1994)…de ninguna manera se puede reparar el daño, porque desde un principio no se movieron, menos ahora. Se hace uno más daño, que le nieguen a uno las cosas. Pero si hubiera una manera, sería que buscaran los culpables e investigaran...”

En las entrevistas a familiares, ellos informan que la Fiscalía no les ha brindado la información necesaria para saber qué es la reparación del daño y, que implica el Programa de Atención a Víctimas. Para las familias, los apoyos económicos no contribuyen en nada, si no hay justicia. En el primer informe de la FE, asienta que otorgó 6 becas, en el segundo manifiesta que el director de Educación, Zona Norte, del Estado de Chihuahua, expresó su anuencia para renovar durante el ciclo escolar 2004-2005 estas becas. También se han hecho, desde la FE, entrega de despensas a familiares, haciendo un total, en los 3 informes, de 21 casos en los que ha otorgado apoyos.

El Estado mantiene un doble discurso en el tema del derecho a la reparación: Ante los organismos internacionales informa que está cumpliendo con sus observaciones y recomendaciones en el tema. En este sentido, los informes de la FE abarcan un amplio catálogo de ayudas brindadas a las familias.

Pero ante la opinión pública nacional elude, en la construcción del discurso oficial, el tema de la reparación del daño, porque omite reconocer que es corresponsable del estado que guarda la situación de Ciudad Juárez y Chihuahua. Con tales omisiones el Estado genera nuevas violaciones y obligaciones, ya que es responsable de investigar la violación de los derechos humanos, de someter a los responsables a un proceso judicial eficaz y de imponer pena en el caso que correspondiere y, para la víctima, el Estado está obligado a ofrecer la reparación adecuada.
Sobre la Garantía a la No Repetición

Para garantizar la no repetición de los asesinatos, las desapariciones, la negligencia, la omisión, la colusión de funcionarios públicos, la estigmatización social de las víctimas mortales y de las víctimas potenciales, la FE ha derivado las facultades ministeriales a los órganos de procuración e impartición de justicia del Estado Libre y Soberano de Chihuahua. Ello, en lugar de establecer las medidas legales a que estaba obligado para garantizar que los hechos que motivaron la creación de la Fiscalía, no se repitan.

De los recursos económicos

asignados a la Fiscalía Especial

Como podemos observar, la mayor parte del presupuesto asignado a la Fiscalía se destina a salarios, por lo que cabe preguntarse ¿cuánto se destina realmente a los programas de la Fiscalía?. Adicionalmente, la asignación presupuestal que hace la Subprocuraduría de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad, se asigna atendiendo “a las necesidades que se van generando”, y no en atención a asignaciones específicas a cada área y programas de la Fiscalía.”
. 

	PRESUPUESTO DE LA FISCALÍA ESPECIAL


	2004
	2005



	Presupuesto total
	$15,712,732.51


	$17´852,659.00



Gasto corriente1 

	2004
	2005
	Total 

	$4´042,939.40
	$4´000,000.00
	$8´042,939.40


1  Fuente: OFICIO No. DGPDSC/UEAI/2311/2005, de fecha 21 de septiembre de 2005, firmado por el Mtro. Pedro José Peñaloza 

Salarios2
	2004
	2005
	Total 

	$11´669,793.11
	$13´852,659.00
	$25´522,452.11


2 Fuente: OFICIO No. DGPDSC/UEAI/2311/2005, de fecha 21 de septiembre de 2005, firmado por el Mtro. Pedro José Peñaloza

Nota: Del total asignado en el Presupuesto 2005, se han ejercido hasta el mes de agosto la “cantidad de $10´747,526.11 ($8´916,202.48 en sueldos y salarios y $1´831,323.63 en gasto corriente, lo cual representa el 60.20 por ciento…”. Fuente: OFICIO No. DGPDSC/UEAI/2314/2005, de fecha 21 de septiembre de 2005, firmado por el Mtro. Pedro José Peñaloza
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Personal de la Fiscalía3

La magnitud, complejidad e indignación que conllevan los feminicidios, requiere de una Fiscalía que cuente con el personal necesario, capacitado y eficiente para el esclarecimiento del feminicidio y del debido cumplimiento de las diversas atribuciones que establece el Acuerdo de creación.

	Áreas
	Total de personal

	Oficina de la Fiscal
	1

	Coordinación Administrativa
	1

	Dirección General
	2

	Agentes del Ministerio Público Federal
	6

	Dirección de área
	2

	Peritos
	6

	AFIS
	11

	Subdirección de Área
	2

	Jefatura de Departamento
	1

	Total 
	32


3 Fuente: OFICIO No. DGPDSC/UEAI/2375/2005, de fecha 29 de septiembre de 2005, firmado por el Mtro. Pedro José Peñaloza

Nota 1: Es de resaltar que en el OFICIO No. DGPDSC/UEAI/2206/2005, de fecha 07 de septiembre de 2005, firmado por el Mtro. Pedro José Peñaloza, se nos informó que la Fiscalía cuenta con “una plantilla laboral de 59 personas”.

El personal de la Fiscalía recibió 38 cursos de capacitación, todos ellos referidos a derechos humanos.

	Cursos
	2004
	2005
	TOTAL

	Derechos humanos
	2
	0
	2

	Derecho Internacional
	4
	0
	4

	Perspectiva de Género
	2
	7
	9

	Derechos de las Mujeres
	4
	4
	8

	Otros
	4
	11
	15

	Total
	16
	22
	38


No podemos dejar de subrayar que notamos una ausencia de cursos de formación y capacitación referidos a peritajes y técnicas forenses.

La Fiscalía no cuenta con presupuesto propio para programas de capacitación, pero, informa la Unidad de enlace de la PGR que “la Procuraduría cuenta con la infraestructura necesaria para atender las necesidades de capacitación del personal policial, pericial, ministerial y administrativo que requiera la Fiscalía; tal es el caso del Programa Anual de Capacitación que realiza la Dirección General de Recursos Humanos, los programas de capacitación diseñados, implementados por el INACIPE, ICAPPJF y la Dirección General de Telemática...”
.

Observaciones desde la Sociedad Civil

Internacional y Nacional

De la tolerancia a la observación

“Uno de los aspectos que más ha complicado el esclarecimiento de la problemática de homicidios en Ciudad Juárez, tiene que ver con la falta de claridad y transparencia en el manejo de la información, sobre todo aquélla que se origina en posiciones o percepciones de carácter subjetivo, como las sostenidas por algunos organismos no gubernamentales o visitantes extranjeros, cuya postura suele carecer de objetividad, normalmente, acrecentando en forma irresponsable la magnitud y características de este fenómeno delictivo”.

De los Organismos Internacionales

Desde los organismos internacionales de defensa de los derechos humanos, a la par de las OSC internacionales se ha levantado la voz ante el Estado Mexicano, para exigirle el cumplimiento cabal de sus compromisos internacionales. Han visitado nuestro país, han desarrollado procesos propios de observación en Ciudad Juárez y Chihuahua y han entregado sus conclusiones a los diferentes gobiernos que se han sucedido desde la visibilización del fenómeno del feminicidio.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la Comisión de Expertos Internacionales de la Oficina de la ONU contra la Droga y el Delito, Relatorías Especiales de Derechos Humanos de la ONU,  la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), el Relator Especial sobre la Independencia de Magistrados y Abogados de la  ONU, así como Amnistía Internacional, han coincidido en señalar una crisis sistémica del aparato de justicia en México, así como la correlación entre la impunidad y el incremento de violencia que, a su vez, genera más impunidad. Estos informes también plantean una correlación entre la violencia misógina y los asesinatos de mujeres.

En resumen, los informes señalan:

1. Inciden en el feminicidio, la presencia del crimen organizado ligado al narcotráfico (entre otros), la colusión de la policía y otras autoridades, que favorecen la impunidad.

2. El Estado no ha cumplido en modo alguno con la obligación de reaccionar con la “diligencia debida” para castigar y prevenir estos crímenes. Por el contrario, las autoridades tienden a minimizar la importancia de los asesinatos de mujeres, la violencia contra ellas y se han tolerado graves deficiencias en las investigaciones, lo que sugieren negligencia, corrupción y colusión.

3. Se dan graves fallas en el proceso de investigación. No se actúa con la debida rapidez en la búsqueda de personas reportadas como ausentes o extraviadas. Hay fallas y negligencia en todo el proceso: desde la recolección de indicios, preservación de la escena del crimen, hasta la integración de los expedientes (pérdida de información, fallas de dictámenes periciales), así como en los procesos contra los supuestos culpables (uso de torturas y confesiones forzadas, exceso de discrecionalidad de los jueces). Tampoco se da seguimiento suficiente a los casos, lo cual se agrava cuando hay indicios de la presencia del crimen organizado.

4. No se da la atención necesaria a los familiares de las víctimas ni se responde adecuadamente a sus reclamos. Se recurre a las amenazas contra familiares y activistas de los derechos humanos que denuncian los crímenes y exigen justicia.

5. Algunas deficiencias de procedimiento se deben a la falta de recursos técnicos o especializados, así como a la ausencia de cooperación y coordinación de las distintas instancias de gobierno. Los informes subrayan la importancia de que el gobierno federal se involucre más y de manera más activa y decidida.

6. No sólo se viola el derecho a la justicia de víctimas y familiares, también se viola el derecho a la información y a la libertad de expresión de familiares, activistas, académicos y periodistas que reclaman justicia o que han publicado información acerca del feminicidio.

Es evidente entonces que se ha violado la ley y los derechos de los familiares, así como el derecho de la sociedad de Juárez y Chihuahua a vivir sin miedo y con seguridad y libertad. Se viola también el derecho de la sociedad mexicana a vivir en un país bajo el imperio de la ley.

De las Organizaciones de la Sociedad Civil involucradas

Presentamos en forma resumida, la visión y exigencia de algunas OSC involucradas como coadyuvantes en la investigación y prosecución de los casos. Para ello, se realizaron entrevistas a representantes de las 7 OSC que participan en la coadyuvancia y/o asesoría de los procesos jurídicos materia de este informe.

Éstos coinciden en señalar que tuvieron trato esporádico con la primera Fiscal y, que con la segunda no se tuvo ningún acercamiento. En las escasas reuniones que tuvieron, solo se les escuchó, sin que existiera algún intercambio de opiniones, sugerencias o diálogo. La Fiscal tenía la práctica de citar a las familias de las víctimas, sin sus representantes legales o sus representantes orgánicos; en cambio, cuando se trataba de las presentaciones de los informes, entonces los invitados eran los representantes, y no así los familiares.

Percepción de justiciabilidad 

Definimos como justiciabilidad a la dinámica para hacer exigibles los derechos humanos en general, y específicamente los relacionados con el derecho a la verdad y el derecho a la justicia. Exigencia que se ha hecho por las familias desde lo jurídico. Por justiciabilidad entendemos la capacidad de procesar judicialmente el cumplimiento de las obligaciones adquiridas por el Estado mexicano, en razón de haber ratificado los instrumentos internacionales de protección a los derechos humanos.

Uno de los obstáculos más grandes que observan las OSC en su percepción de hacer exigibles condiciones de arribar a la justicia, es la falta de un perfil definido y acordado con la sociedad civil, sobre los parámetros que debe cubrir quien aspire a ocupar el puesto de Fiscal, pues se acusa una notable falta de pericia técnica, así como un desconocimiento de la normativa internacional sobre derechos humanos, un mal manejo de la perspectiva de género y una falta de compromiso ético con la función para la que fueron designados quienes han ocupado cargos de responsabilidad, vinculados a la impartición de justicia.

Sobre las atribuciones, señalan que el problema más profundo es la crisis del sistema de justicia en nuestro país; que falta un compromiso real del Estado para sumir sus compromisos internacionales, al no dotar a la FE de las atribuciones para perseguir todos los feminicidios. Sugieren que la capacidad legal de incidir en los casos, por parte de la FE, debe estar vinculada a la normativa internacional al respecto y comparan sus atribuciones con su presupuesto, “suficientes recursos y atiende solo 24 casos”.

Señalan que la actuación de la FE se limita a la sistematización de los expedientes (AP), lo que arroja dudas y sospechas de que la Fiscalía solo ha tratado de hacer un trabajo de encubrimiento del fenómeno, a través de aparentar que no hay feminicidio, que todos los casos están resueltos y, que solo una mínima parte de éstos tuvo relación con el crimen organizado.

Indican que la FE, en lugar de reponer los procedimientos, enderezar los expedientes y recuperar en lo posible la dinámica de todas las investigaciones, “desde los detalles de foliar las hojas, hasta reponer el proceso, re-dirigirlo, porque muchas líneas de investigación pudieran haberse perdido en el tiempo. Empezar a traer a los presuntos responsables para interrogarlos, en suma, hacer investigaciones.”

En vez de ello, la FE “nada más estaba revisando papeles” y, sin hacer el trabajo jurídico propio de un MP, “desvió totalmente el camino”. “…Han venido a poner una lápida sobre todo esto”, porque “determinar que ha habido negligencia, omisión, corrupción, incluso en los procesos de investigación, para luego dejar la sanción en manos de los mismos implicados, no es mas que un movimiento distractorio (sic), que lejos de servir a la verdad, lo que hace es exonerar a las autoridades de su culpa.”

“Para efectos prácticos, el único resultado tangible,…fue que las autoridades involucradas en la solución de los casos, resultaban en su mayoría culpables de abuso de autoridad, negligencia, omisión o corrupción…”, sin embargo, “los jueces locales encontraron que los delitos ya habían prescrito, o estaban catalogados como ´no graves`, con lo cual libraron la cárcel y, cuando más, pagaron una fianza para poder quedar de inmediato en libertad y aún incorporarse nuevamente a la administración pública estatal.”.

Entre los representantes de las organizaciones, existe la certidumbre de que el Fondo de Auxilio Económico no cumple los requerimientos internacionales referidos a la reparación del daño, de hecho “sus criterios son completamente desconocidos”; pero ellos conocen algunos que han expresado los familiares y son “completamente aberrantes”, pues, se dice que quienes reciben el auxilio económico se “les está haciendo firmar un compromiso para no solicitar estudios de ADN respecto de sus familiares”.

Sobre la creación de una Fiscalía Especial Nacional que atienda todos los casos de feminicidio, se expresó la idea unánime de aprobar la iniciativa, “a condición de que se respete la Fiscalía Especial para Ciudad Juárez”. La FE objeto de este análisis, fue creada producto de las recomendaciones de los organismos internacionales de derechos humanos “…debe existir la Especial para Ciudad Juárez, porque es producto de una recomendación internacional. De no ser así, pensamos, en el próximo periodo de sesiones de la CIDH, plantear esta situación y manifestar que el Estado mexicano está dejando de cumplir con su recomendación, y eso sería un acto regresivo, ya que de alguna forma se puede hasta minimizar la situación de Ciudad Juárez, cuando Juárez tiene particularidades muy especiales”.

Adicional a sus opiniones sobre el proceso, las OSC involucradas en el tema mantienen una función sustituta de las obligaciones del Estado para con las víctimas y sus familias: Son ellas las que han hecho los más grandes aportes en la sistematización de la información, en la asesoría jurídica confiable, y son las únicas que permanecen, pese a todo, junto a las familias en el reclamo permanente por justicia, verdad, reparación y garantías.

Nota: Las citas contenidas en esta apartado, son coincidentes con la generalidad de opiniones vertidas por abogados y representantes.
De las y los familiares de las víctimas

Percepción de justiciabilidad

Este Observatorio plantea, usando los mismos instrumentos de análisis que en capítulo anterior, referidos ahora a las y los familiares de las víctimas, un esfuerzo de síntesis para recuperar el valor testimonial de quienes viven directamente afectados por el fenómeno del feminicidio.

En este sentido, es recurrente el testimonio doloroso de familiares de las víctimas, en los que se asienta la indiferencia de la autoridad, la indolencia en la integración de los expedientes de sus hijas, el maltrato recibido de los funcionarios públicos responsables de los casos, las amenazas a su seguridad, la incertidumbre sobre los procesos jurídicos y, en general la decepción por lo que representa para ellas y ellos el sistema de impartición de justicia mexicano.

La percepción (factor subjetivo, pero valioso en estos casos, porque arroja luces sobre la posibilidad real de hacer exigibles sus derechos) es muy clara, del aparato gubernamental de impartición de justicia –incluida la Fiscalía Especial, de la que no hacen distingo en sus testimonios-, será improbable que obtengan las respuestas adecuadas a sus necesidades de información y de justicia.

“…tiene muchos errores, muchas de las investigaciones que se hicieron son mentira, en una parte de dice que en donde la encontraron era atrás de un cuarto con una bata de maquila pero mi hija no estaba trabajando”

“...ya salió el que era supuestamente el asesino, aquí conmigo no se han acercado para nada en realidad desde que salió el Cerillo... ni me han hablado, sobre que avances llevan...”

“…apenas se empezó abrir (se refiere a la investigación de la desaparición de su hija que inicia en 2005), pues no siento que se ha avanzado (la desaparición ocurrió en 1997), quedaron que esas mesas de trabajo las iban hacer cada tres semanas (compromiso adquirido por la FE) y no, pues no sé cuantos meses han pasado y no se han hecho esas mesas de trabajo, para que nos informaran cuántos avances llevaban, según esto son muchos expedientes, es mucho trabajo leerlos todos, no han avanzado…”

Asimismo no se observan, en las actuales condiciones, posibilidades reales de arribar a una verdad histórica y jurídica confiable y, en consecuencia, observan como inaccesibles sus derechos a la verdad y la justicia.

“...dijeron muchas cosas que no eran ciertas...como que mi hija llevaba doble vida,...y que yo nunca me había dado cuenta...”

Esta misma percepción ha sido alimentada por la certidumbre que han construido algunas familias: son el trabajo, la investigación hecha por ellas y su perseverancia las que harán avanzar los casos hacia una posible conclusión jurídica favorable, confiable, creíble.

“Me dijo el MP: si no nos ayudan no podemos hacer nada, es que ustedes nos tienen que ayudar y acuérdense de cosas.”

De la situación actual de las víctimas potenciales

La mayoría de las mujeres no denuncia la violencia a la que están sometidas porque ni siquiera saben que es un delito o que las instituciones deben detener al agresor y proceder penalmente. Quienes sí denuncian son llamadas a la conciliación con sus agresores, a continuar en convivencia con ellos, porque las autoridades ponderan otros valores por encima de la seguridad de las mujeres, como el bienestar o la unidad familiar; o reciben pésima atención de las instituciones públicas: maltrato, discriminación, morosidad. Así, en lugar de protección, garantías a su seguridad y acción penal contra los victimarios y justicia, las mujeres son objeto, además, de violencia institucional.

Según los acuerdos internacionales firmados por México en la Convención de Belém do Pará en 1994, el gobierno se comprometió a “…adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia (contra la mujer)…en abstenerse de  cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer…en actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer;…en establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia…en fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia… contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros…en suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia…en fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales y del sector privado destinados a concientizar al público …en garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información pertinente sobre las causas, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer.” 

Además a “eliminar la violencia de todo tipo contra la mujer”, según lo firmado en  el Programa de Acción del Cairo, 1994. En la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing en 1995, México ratificó que  “La violencia contra la mujer impide el logro de los objetivos de igualdad, desarrollo y paz. La violencia contra la mujer viola y menoscaba o impide su disfrute de los derechos humanos y las libertades fundamentales.…” (Párrafo 112); en el Objetivo estratégico D.1 - Adoptar medidas integradas para prevenir y eliminar la violencia contra la mujer. Objetivo estratégico D.2 - Estudiar las causas y las consecuencias de la violencia contra la mujer y la eficacia de las medidas de prevención”. 
Como ya se ve, bajo ninguna óptica se puede considerar que el Estado mexicano cumple o ha cumplido alguna vez con sus propios compromisos internacionales en relación con prevenir y sancionar la violencia contra las mujeres que aún viven en la incertidumbre sobre su andar por las calles de Juárez y Chihuahua. Que aún viven. Si en el país la legalidad está en crisis, en Ciudad Juárez es innegable el colapso del Estado de derecho
.

A las vivas de Juárez y de Chihuahua se les ha sentenciado a sobrevivir en un ámbito sicótico, en el que su destino, su dignidad, su integridad y su calidad humana quedan sujetas a la ruleta rusa de las voluntades de exterminar, en forma fehaciente, la impunidad que las marca como víctimas potenciales.

Conclusiones 

La Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua fue creada en el contexto de la presión nacional e internacional contra la impunidad que han promovido –mediante la negligencia criminal, la colusión y la corrupción de sus funcionarios públicos- los órganos de procuración de justicia del Estado de Chihuahua.

Es por esto el Estado mexicano, a través del Ejecutivo Federal, ha informado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que la existencia de la FE responde a una parte de las recomendaciones emitidas por ese Instrumento Internacional y, que ésta se ha definido en el Decreto de Creación del 30 de enero de 2004, como instaurada porque: “…la Comisión Nacional de los Derechos Humanos…ha recomendado se integre un equipo de trabajo interdisciplinario e interinstitucional que se avoque a la investigación exhaustiva de los casos de homicidios y violaciones ocurridos en el Municipio de Juárez, Chihuahua, con objeto de resolver a la brevedad posible tales delitos…”.

Asimismo, en el Decreto de creación del Fondo de Auxilio Económico a Familiares de las Víctimas de Homicidio de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua, de la Procuraduría General de la República, de fecha 31 de mayo de 2005, se establece “Que con la creación de esa Fiscalía Especial se atendió la recomendación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, contenida en su Informe Especial de noviembre de 2003, así como la sugerencia de diversos organismos internacionales en el sentido de que el Gobierno Federal tuviese una mayor intervención en este tema…”.
Debe seguir existiendo la FE

Con los elementos anteriores podemos afirmar que, en el tema de la creación de una Fiscalía Especial Nacional que atienda todos los casos de feminicidio, coincidimos con las y los abogados y representantes de las OSC involucradas como coadyuvantes en los casos de Juárez y Chihuahua:
· Aplaudimos la decisión política de crear una instancia nacional de éstas características, que atienda la investigación, persecución de delitos y esclarecimiento de los hechos que originan el fenómeno del feminicidio a nivel nacional.
· Sin embargo, la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua, al ser producto -reconocido por el Estado- de las Recomendaciones dictadas a México por organismos nacionales e internacionales de derechos humanos, debe seguir existiendo, pues aún no ha concluido con el esclarecimiento de los asesinatos de mujeres ocurridos desde la visibilización del feminicidio en 1993 y hasta la fecha.

Sobre todo, encontrando que los hechos que derivaron en el feminicidio, con las particularidades que presenta, con la impunidad, con la construcción de un patrón recurrente –mujeres jóvenes, pobres, de pelo largo…-, con el reclamo de la sociedad civil nacional e internacional, que rodean al fenómeno en Juárez y Chihuahua, contienen suficientes elementos para no dar por terminada esta etapa de la investigación.

· De no ser así, este Observatorio hará un acompañamiento a la denuncia que presentarán las OSC coadyuvantes, ante la CIDH, por el incumplimiento de éstas obligaciones por parte del Estado mexicano.

La FE no cumplió con sus atribuciones 

Asimismo, hemos observado que, aún cuando las facultades y atribuciones conferidas a la FE en el Decreto de creación son insuficientes -porque no contemplan la normativa internacional en materia de derechos humanos-, tenemos elementos suficientes para afirmar que, aún con las atribuciones de que dispuso, la Fiscalía no cumplió con el mandato que le fue otorgado en el citado Decreto, pues no investigó, ni castigó delitos, ni persiguió a los presuntos responsables de los mismos que ella misma encontró en su trabajo de análisis de los expedientes. Por ello consideramos que:

· La FE asumió que su trabajo únicamente consistía en realizar la sistematización de la información contenida en las Averiguaciones Previas y Procesos a su cargo. 

· La Fiscalía se convirtió en una deficiente investigadora de los investigadores, -servidores públicos que participaron en la integración, investigación, evaluación, peritajes, dictaminación, y procuración de justicia en el estado de Chihuahua-  que estructuraron las Averiguaciones Previas.

· La multicitada Fiscalía comunica, en tres informes subsecuentes, que encontró que 131 funcionarios se encuentran implicados en posibles delitos –negligencia, omisión, corrupción, colusión, delitos contra la administración de la justicia- , y en lugar de perseguirlos, deriva la competencia ministerial al estado de Chihuahua, lugar dónde, es de fama pública, los citados servidores públicos -algunos aún en funciones- mantienen vínculos políticos con la actual administración, conservan líneas de mando, y todavía pueden incidir en el curso de las AP –se ha llegado el caso de que algún funcionario que fue detenido, pagó su fianza y regresó a su trabajo.

· La FE es omisa al no considerar que, al derivar sus facultades ministeriales al estado de Chihuahua, regresa los casos precisamente al origen de la incapacidad, la inconsistencia, la omisión, y la falta de pericia que motivaron la creación de la propia Fiscalía.

· La Fiscalía no ha intentado, como era su deber, esclarecer los casos de feminicidio en Ciudad Juárez y Chihuahua.
· La FE no ha hecho nada por satisfacer la exigencia de la sociedad, por conocer la verdad histórica de los hechos –a la que tiene derecho-, que motivan la persistencia del fenómeno del feminicidio. Tampoco ha hecho esfuerzo alguno por hacer accesible el derecho a la verdad de las y los familiares de las víctimas.

· El trabajo final de la Fiscalía, representa un esfuerzo procaz del gobierno federal, de aparentar que ha cumplido con sus obligaciones, cuando lo que está haciendo en lo concreto,  es cerrar el círculo perverso de la impunidad. 
Es decir: Se da el feminicidio – Recibe la queja y recomendación nacional e internacional – Crea la Fiscalía – Investiga a los investigadores –  Informa a los organismos internacionales que ya cumplió – Regresa los casos al punto de origen – Se deslinda de la responsabilidad ante la opinión pública nacional afirmando que hizo lo que pudo – Resuelve su problema – Se perpetúa el feminicidio. 

· En resumen, el Estado Mexicano usa la legalidad existente -que le serviría para asumir con seriedad su tarea de investigación y persecución de delitos-, y hace que las cosas cambien para, que todo siga igual. 

Las conclusiones de la FE, generan la percepción de estar ante la construcción de un síndrome propiciatorio del ocultamiento de la verdad y del torcimiento de la ley. 
Graves omisiones en el tema de la reparación del daño

En la construcción del discurso oficial, todas las instancias de gobierno y la Fiscalía en particular, omiten el tema de la reparación del daño, porque evaden reconocer que el Estado es corresponsable del escenario que pervive en Ciudad Juárez y Chihuahua. Por ello, señalamos que:

· El Estado, al no reconocer su deber de reparar el daño, genera nuevas violaciones y obligaciones. La normativa internacional señala que el Estado es responsable de investigar la violación de los derechos humanos, de someter a los responsables a un proceso judicial eficaz, y de imponer pena en el caso que correspondiere. Igualmente el Estado esta obligado a ofrecer la reparación adecuada a las víctimas.
· La Fiscalía Especial no cumple con sus obligaciones, derivadas de los compromisos internacionales firmados por México. NO promueve juicios -como también refiere el Código Federal de Procedimientos Penales-, en los que el derecho a la verdad, el derecho a la justicia, el derecho a la reparación y la garantía a la no repetición, serían efectivos en un solo acto -el fallo de un juez-,  pues son presunción de derecho, y deben ser parte integral de una sentencia dictada por autoridad judicial. 

Pero los jueces no integran las averiguaciones previas, ni se querellan, ni investigan. Esa es tarea del Ministerio Público Federal, en este caso, la Fiscalía que nos ocupa, que no se ocupa.
· El Estado mantiene un doble discurso: A la comunidad internacional le informa que, a través del Programa de Atención a Víctimas del Delito, está cubriendo la reparación del daño.

A la opinión pública nacional, le informa que mantiene una serie de programas de “Apoyo” -en el contexto del Programa de Atención a Víctimas del Delito-; a algunas familias de las víctimas les hace llegar “auxilios” como programas de gobierno municipal, estatal y federal, y crea una instancia, derivada de la FE, para brindar auxilios económicos –marginales, con criterios asistenciales, y violatorios de la normatividad internacional en materia de reparación del daño.

· El Congreso de la Unión asignó recursos en la Ley de Egresos 2005, para crear un Fideicomiso para la Reparación del Daño. violando la ley, la PRG creó el “Fondo de Auxilio Económico”, con un consejo asesor ilegítimo, el cual esta integrado sólo por funcionarios de la PGR y es asistido por organizaciones que no trabajan con las victimas. 

· Dicho Consejo Asesor, elaboró un catálogo de criterios vejatorios e inhumanos, para otorgar “auxilios económicos” a las familias de las víctimas en forma selectiva y arbitraria, condicionando su entrega a que las familias firmen un compromiso de no solicitar pruebas de ADN, ni exhumaciones.
Ejercicio inadecuado en la FE, de recursos público asignados

Encontramos que los recursos humanos y financieros asignados a la Fiscalía, serían adecuados para su tarea. Pero la distribución de los mismos no es apropiada, ni ética, ni administrativamente, ya que destinó el 74% de sus recursos de 2004 a sueldos y salarios, y el 78% al mismo rubro este año. Además no se programa una asignación presupuestal específica y concreta a cada programa de la Fiscalía. De la información disponible, entregada a este Observatorio por la PGR, señalamos:

· La Subprocuraduría de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad, informó mediante OFICIO No. DGPDSC/UEAI/2361/2005, de fecha 27 de septiembre de 2005, que los recursos de la Fiscalía se asignan atendiendo “a las necesidades que se van generando”, y no en atención a “asignaciones específicas a cada área y programas de la FE”. O como decimos los mexicanos “ahí, como vaya saliendo”.

· Si tomamos en cuenta que la sede de la FE se encuentra en la Ciudad de México, comparado con lo que se debe erogar en viáticos, cada vez que personal de Fiscalía se traslada al estado de Chihuahua, entonces tendremos que los recursos son aún más limitados.

· En el discurso político del gobierno, el presupuesto ejercido en el Programa de Atención a Víctimas del Delito es abundante. En los hechos, lo único profuso de ese programa son los discursos, pues resulta ínfima la cantidad económica que quedaría disponible para la atención a las víctimas.
Nota: La PGR abrió la puerta a la especulación en este tema, pues no informó, como era su obligación desprendida de la Ley Federal de Acceso a la Información Pública, de las asignaciones específicas que, por Ley, debe determinar a cada programa.
En su respuesta a la recomendaciones de la CEDAW, el Ejecutivo federal afirmó que: “El gobierno de México quiere hacer hincapié en que, si bien es cierto que existen fallas en el sistema de justicia, no hay una intencionalidad definida que lleve a pensar que el Estado se encuentra detrás de estos delitos, como parte de una política particular de discriminación hacia las mujeres”
. 
El Observatorio Ciudadano está de acuerdo, no está detrás, solo se hace a un lado.
Recomendaciones

Desde el Observatorio Ciudadano hacemos un enérgico llamado al Estado; a los Organismos Internacionales de verificación sobre el cumplimiento de los ordenamientos jurídicos internacionales referidos a los derechos humanos; a la sociedad civil nacional e internacional a construir una realidad diferente para las mujeres que aún están vivas en Ciudad Juárez y Chihuahua, y para todas las mexicanas. A quienes se ofende, se invisibiliza, y se les indicia porque incitan, porque provocan, porque que se matan a sí mismas con sus costumbres, con su vestir, con su andar, con su mirada o con su vida misma. Por ello recomendamos que:
La Fiscalía debe encabezar los esfuerzos, junto con otras instancias gubernamentales estatales, nacionales e internacionales, para la implementación de una política integral de prevención del delito, encaminada a la adopción de medidas específicas que impulsen el conocimiento público, así como la observancia del derecho de la mujer a una vida libre de violencia y, a que se respeten y protejan sus derechos humanos.
El Estado debe garantizar las condiciones de vida digna, protección a la seguridad, integridad, dignidad, y debe otorgar certidumbre jurídica, social, cultural y física para que las vivas de Juárez y Chihuahua, las mujeres que viven en el escenario que generó el fenómeno del feminicidio, puedan desarrollar una vida plena, que respete sus garantías individuales, su libertad de tránsito y su fácil y eficaz acceso a la justicia, expedita y puntual como establece la Constitución. Para que tengan un futuro, para que continúen vivas.

El Estado debe organizar su aparato estatal de forma tal que de cumplimiento a las obligaciones y compromisos internacionales adquiridos, así como a las recomendaciones que diversos organismos internacionales le han formulado y muestre con ello su voluntad política de garantizar a sus ciudadanos el ejercicio efectivo de los derechos humanos. 
En el estado de Chihuahua la Constitución y la Ley son letra muerta. Prueba de ello es la creación de la Fiscalía Especial, y un ejemplo es que la desaparición de mujeres, a criterio de la autoridad ministerial, no es considerada delito. Por tal razón recomendamos que:

1. Se restrinja la facultad discrecional del MP, fijando un criterio institucional, público y específicamente dictado para los casos de los llamados “levantones”, que no son otra cosa que secuestros que derivan, en casi todos los casos en asesinato o desaparición de mujeres.

2. Modificar los mandatos de las Fiscalías Especiales con la finalidad de que puedan atender de manera integral el problema de violencia y discriminación en contra de las mujeres, mediante la ampliación de sus competencias y la atención de todo tipo de delitos cometidos en contra de las mujeres por razones de género.
3. Desarrollar una mejor colaboración y coordinación entre la PGR y la PGJECH en torno a la investigación de los asesinatos y desapariciones, así como en cuanto a la sanción de los responsables, sin que esto sea un factor que evite la evolución, mejoramiento y fortalecimiento de las funciones de la PGJECH, que le permita atender con diligencia, profesionalismo y eficacia la situación de discriminación y violencia en contra de la mujer en el estado.
4. Se impulse, desde la FE, que todos los homicidios cometidos bajo la premisa de la desaparición, el levantón, el “extravío” o cualquier tipo de delito que conlleve la ausencia física de las mujeres antes de ser consideradas víctimas, sean reconocidos bajo la premisa de que: El delito de origen es el secuestro. Hecho que incide en un alto número los casos.
5. Exigimos al Gobierno Federal que cumpla con la recomendación de los organismos internacionales, en el sentido de ejercer su facultad de atracción a nivel federal de los crímenes no resueltos desde 1993 –año en que se visibiliza el fenómeno-, en virtud de la responsabilidad del Estado ante la sociedad mexicana en su conjunto y la comunidad internacional de garantizar la plena vigencia de los derechos de la mujer reconocidos en la normativa internacional.

6. Asumimos la recomendación, incluida en el Informe de la CEDAW de enero de 2005, contenida en el párrafo  274, que dice: “(El Estado debe) Investigar a fondo y sancionar la negligencia y complicidad  de agentes de las autoridades del Estado en las desapariciones y homicidios de las mujeres, así como la fabricación de culpables bajo tortura; investigar y sancionar la complicidad o tolerancia de agentes de las autoridades del Estado en las persecuciones, hostigamiento y amenazas a familiares de victimas, miembros de organizaciones que las representan y otras personas involucradas en su defensa”.
Existe un hecho que está incidiendo en la parálisis de las investigaciones de los casos de asesinatos y desapariciones: La llegada de nuevos casos. 

“...van bien, me dijo que primeramente si yo los seguía ayudando y, ellos siguen trabajando, como le están echando ganas, que ya para diciembre va a estar resuelto mi caso, pero, lo que yo he visto y lo que yo siento es, que como están habiendo muchas muertes, pues están parando esto, porque hace como un mes, o mas de un mes, que fui a saber como iba todo y, no pudo decirme el licenciado porque está ocupado en un homicidio, de Angélica, la muchachita esta que mataron últimamente de 17 años”

Por lo anterior, y en este sentido:
7. Exigimos a la Fiscalía que continúe con todas las investigaciones, siguiendo un patrón de avance en paralelo, para que el arribo de nuevos casos, no detenga las investigaciones vinculadas a las AP establecidas con anterioridad –los familiares de las víctimas reportan que, al arribo de nuevos casos, los suyos quedan rezagados a una temporalidad no definida. 
Sobre el Derecho a la Reparación, recomendamos que:
8. El Estado asuma su responsabilidad por la condición que guardan las investigaciones que originaron la creación de la FE, por lo que debe expresar pública y explícitamente su obligación de asumir la reparación integral del daño generado a las víctimas y sus familias por la dilación, colusión y negligencia demostrada por sus funcionarios públicos.

Las OSC involucradas como coadyuvantes de las familias de las víctimas, mantienen una función sustituta de las obligaciones del Estado para con sus representadas: Son ellas las que han hecho los más grandes aportes en la sistematización de la información, en la asesoría jurídica confiable, y son las únicas que permanecen, pese a todo, junto a las familias en el reclamo permanente por justicia, verdad, reparación y garantías. Por ello, recomendamos al gobierno de Chihuahua, al Ejecutivo federal, a la PGR y a la FE que:

9. Cese de inmediato la descalificación y amenazas de que son objeto, desde las instancias gubernamentales, las OSC que coadyuvan en los procesos, documentadas en las Recomendaciones de la CEDAW y de las CIDH.

10.  El Estado asuma sus obligaciones internacionales, en el sentido de integrar a las OSC en los procesos consultivos, relacionados con la FE.

11. El Ejecutivo debe convocar a la sociedad civil para que se establezcan criterios, perfiles y condiciones que debe cubrir quien asuma el cargo de Fiscal Especial.
Estas recomendaciones están basadas, principalmente, en las obligaciones regionales sobre derechos humanos asumidas por México, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. El Estado mexicano está obligado a actuar con la debida diligencia en la investigación, el procesamiento y el castigo de delitos de violencia cometidos contra mujeres en Juárez y Chihuahua, y adoptar medidas eficaces para prevenir y erradicar esa violencia. 
El Informe de la CIDH de marzo de 2003, en su párrafo 169, refiere que: “En reiteradas oportunidades el Estado mexicano ha enfatizado ante la CIDH y su Relatora Especial su compromiso institucional de combatir la impunidad en relación con estos asesinatos.  El Gobierno de Chihuahua ha expresado su compromiso de aplicar los más eficaces recursos disponibles para garantizar el absoluto respeto a los derechos de la mujer, a través de una política de apertura y coordinación con las instituciones públicas y privadas que están en condiciones de efectuar un aporte a este respecto.  El Gobierno Federal, por su parte, ha indicado su determinación de colaborar en la resolución de los delitos del pasado y prevenir futuros delitos”.
 En función de lo anterior, recomendamos al Ejecutivo, en sus tres niveles de gobierno, que:
12. Asuma plena responsabilidad, incluso por intentar desviarla atención de a la comunidad internacional con tales afirmaciones, sobre los hechos que continúan generando feminicidio en Juárez y Chihuahua, y 
13. Atienda sin dilación a su compromiso de respetar y garantizar los derechos humanos de las mujeres y las víctimas, consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (de la que México es parte desde el 24 de marzo de 1981, fecha en que se depositó el respectivo instrumento de ratificación) y en la Convención de Belém do Pará (de la que es parte desde el 12 de noviembre de 1998).

14. Asumimos y reiteramos las recomendaciones aún no sustentadas o resueltas por el Estado mexicano, que fueron emitidas a él, por todos los organismos nacionales e internacionales de defensa y promoción de los derechos humanos. Continuamos a la espera de respuestas fidedignas, verificables y permanentes para resolver este problema. No para salir al paso con declaraciones sin respaldo en políticas públicas y soluciones jurídicas reales.
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Anexo 1
Metodología

La investigación que sustenta el contenido del Observatorio Ciudadano para el monitoreo sobre la Impartición de Justicia en los casos de Feminicidios en Ciudad Juárez y Chihuahua se desarrolló a través de una metodología basada en el análisis de información pública como son los Informes de la misma Fiscalía. 

La investigación también tuvo como herramienta el ejercicio del derecho a la información y con sustento en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LFTAIPG) permitió la elaboración de preguntas directas a la Procuraduría General de la República (PGR). Este mecanismo se llevó a cabo a través del Sistema de Solicitudes de Información, en donde de manera electrónica se enviaron alrededor de 12 preguntas a dicha institución sobre diversos temas.

Para lograr un análisis estructurado de las fallas y desviaciones de la Fiscalía se tomaron en cuenta los instrumentos internacionales de promoción y protección de los derechos humanos, principalmente aquellos que hacen referencia a los derechos de las victimas y la impunidad. 

Los informes de ONG internacionales sirvieron de referencia y punto de apoyo para la tarea que desarrolla este Observatorio, contrastar las visiones gubernamentales, con las visiones y expresiones internacionales nos llevó a la obtención de un panorama más global y complejo de la situación de los feminicidios y la violencia en Ciudad Juárez.

El monitoreo de información periodística fue otra de las herramientas que permitieron tener un conocimiento más amplio de la problemática, ubicándola en un contexto político determinado. Además se puso atención especial al trato que cada uno de los medios de comunicación masiva le otorga al fenómeno del feminicidios. 

Aunado a ellos se realizó una consulta bibliográfica de los principales textos relacionados con equidad de género, derechos humanos, feminicidio, entre otros. También se consultaron informes tanto nacionales como internacionales, relacionados con el tema.
Datos generales del tipo de cuestionario
Así mismo, para abarcar la mayor parte de las visiones y expresiones sobre el tema se entrevistó a 11 familiares de las víctimas y a 7 OSC involucradas como coadyuvantes en los procesos.

Los cuestionarios y las entrevistas arrojaron como principales resultados las irregularidades e inconsistencias de los casos así como el  trato de las autoridades para con los familiares de las víctimas.

Tipo de Encuesta:

· Encuesta parcial sobre hechos

Herramienta:

· Cuestionario

Tipo de cuestionario:

· Cuestionario lista. Es un cuestionario que es preguntado al encuestado en una entrevista por uno de los especialistas de la investigación.

Tipo de preguntas:

· Mayoritariamente abiertas

· Preguntas de opinión

· De hecho

· De identificación 

Utilización de las preguntas

· Preguntas filtro

· Preguntas de introducción o rompehielos

· Preguntas de batería

El cuestionario desarrollado se basa en las 17 reglas fundamentales para la elaboración de un cuestionario aunque algunas de las reglas no se toman en cuenta debido al caso de estudio y a la necesidad de corroborar algunos datos

1. Las preguntas son pocas no más de 30

2. Las preguntas en este caso no son preferentemente cerradas por el estudio a analizar 

3. Las preguntas están redactadas en un lenguaje sencillo

4. Las preguntas están formuladas de forma concreta y precisa

5. No se utilizan palabras abstractas y ambiguas

6. Se formulan las preguntas de forma neutral

7. En las preguntas no se da a conocer ninguna opción alternativa

8. En este caso se hace preciso consultar archivos

9. En este caso no se hace necesario esfuerzos de memoria

10. No se hacen preguntas que obliguen a cálculos numéricos complicados

11. No se hacen preguntas indiscretas

12. Las preguntas están redactadas de forma personal y directa

13. Están redactadas las preguntas para que se contesten de forma directa

14. La redacción de las preguntas no levanta prejuicios en los encuestados
15. Las preguntas están redactadas y limitadas a una sola idea

16. Se evitan preguntas que conlleven una carga emocional

17. No se estimula una respuesta condicionada

Anexo 2
Observaciones generales a las averiguaciones previas
	1er Informe
	2° Informe

	3er Informe

	1. Las documentales públicas que se tuvieron a la vista fueron copias certificadas de averiguaciones previas y procesos o causas penales, que en su mayoría son copias de muy mala calidad y, por ende de difícil lectura.
	1. Las documentales públicas que se tuvieron a la vista fueron copias certificadas de averiguaciones previas y procesos o causas penales, que en su mayoría son copias de muy mala calidad y, por ende de difícil lectura.
	1. Las documentales públicas que se tuvieron a la vista fueron copias certificadas de averiguaciones previas y procesos o causas penales, que en su mayoría son copias de muy mala calidad y, por ende de difícil lectura.

	2. La totalidad de los expedientes analizados no están integrados en orden cronológico, ni de manera sistemática, por lo cual fue necesario elaborar dos bitácoras de control: una respetando el orden del folio de los expedientes y otro en el orden cronológico que debieron haber seguido las actuaciones.
	2. La totalidad de los expedientes analizados no están integrados en orden cronológico, ni de manera sistemática, por lo cual fue necesario elaborar dos bitácoras de control: una respetando el orden del folio de los expedientes y otro en el orden cronológico que debieron haber seguido las actuaciones.
	2. Algunos de los expedientes analizados no están integrados en orden cronológico, ni de manera sistemática, por lo cual fue necesario elaborar dos bitácoras de control: una respetando el orden del folio de los expedientes y otro en el orden cronológico que debieron haber seguido las actuaciones.

	3. Es recurrente el hecho de que casi toso los expedientes analizados, el agente del MP del caso no declaró a los testigos que descubrieron él o los cadáveres, o los restos de que se trate, a pesar de que se cuenta con los datos que permitían la localización de dichas personas. 
	3. Es recurrente el hecho de que casi toso los expedientes analizados, el agente del MP del caso no declaró a los testigos que descubrieron él o los cadáveres, o los restos de que se trate, a pesar de que se cuenta con los datos que permitían la localización de dichas personas. 
	3. En varios expedientes analizados, el agente del MP del caso no declaró a los testigos que descubrieron él o los cadáveres, o los restos de que se trate, a pesar de que se cuenta con los datos que permitían la localización de dichas personas. 

	4. Existen agregadas a los expedientes analizados, declaraciones de personas respecto de las cuales no se justifica jurídicamente por qué, quién, o bajo qué circunstancias comparecen ante el agente del MP investigador a rendir su declaración.
	4. Existen agregadas a los expedientes analizados, declaraciones de personas respecto de las cuales no se justifica jurídicamente por qué, quién, o bajo qué circunstancias comparecen ante el agente del MP investigador a rendir su declaración.
	4. Existen agregadas a los expedientes analizados, declaraciones de personas respecto de las cuales no se justifica jurídicamente por qué, quién, o bajo qué circunstancias comparecen ante el agente del MP investigador a rendir su declaración.


	5. En algunos casos, fundamentalmente en aquellos en los que el posible móvil pudiera estar asociado con delitos del fuero federal, el agente del MP no interrogó con profundidad a las personas que identificaron él o los cadáveres. 
	5. En algunos casos, fundamentalmente en aquellos en los que el posible móvil pudiera estar asociado con delitos del fuero federal, el agente del MP no interrogó con profundidad a las personas que identificaron él o los cadáveres. 
	5. En algunos casos, fundamentalmente en aquellos en los que el posible móvil pudiera estar asociado con delitos del fuero federal, el agente del MP no agotó las diligencias encaminadas a establecer fehacientemente elementos probatorios a comprobar dicha hipótesis. 

	6. De igual manera, existe una marcada inactividad en las investigaciones y, cuando las hay, éstas fueron realizadas fuera de tiempo.
	6. De igual manera, existe una marcada inactividad en las investigaciones y, cuando las hay, éstas fueron realizadas fuera de tiempo.
	6. De igual manera, en algunos casos, existe una marcada inactividad en las investigaciones y, cuando las hay, éstas fueron realizadas fuera de tiempo.

	7. Existen graves errores en las fechas de las actuaciones, lo cual afecta la validez de diversas diligencias, toda vez que en algunos casos no se indica la fecha en que se actúa y, en otros, aparecen, inclusive, fechas anteriores a la comisión de los hechos que se investigan.
	
	

	8. No se aprecia que existan los acuerdos de actuación del agente del MP correspondiente que señale el cierre o apertura de las actuaciones.
	7. No se aprecia que existan los acuerdos de actuación del agente del MP correspondiente que señale el cierre o apertura de las actuaciones.
	7. En ciertos casos no se aprecia que existan los acuerdos de actuación del agente del MP correspondiente que señale el cierre o apertura de las actuaciones, como tampoco la justificación de las citaciones o presentaciones.

	9. En algunos casos no corre agregado a los expedientes analizados, el correspondiente informe de investigación que debían haber rendido los agentes de la Policía Judicial a quienes se asignó la investigación.
	8. En algunos casos no corre agregado a los expedientes analizados, el correspondiente informe de investigación que debían haber rendido los agentes de la Policía Judicial a quienes se asignó la investigación.
	8. En otros casos no corre agregado a los expedientes analizados, el correspondiente informe de investigación que debían haber rendido los agentes de la Policía Judicial a quienes se asignó la investigación; y, en algunos casos, éste no guarda relación con los hechos.


	10. En algunos expedientes existen comunicados, por parte de los servicios periciales de la PGJECH, en el sentido de que no pudieron realizarse los peritajes solicitados por carecerse de los recursos materiales para tal efecto necesarios.
	
	

	11. Corren agregados a los expedientes diversas documentales tales como retratos hablados, dictámenes sin firma, formatos de VICAP
, informes de investigación de la Policía Judicial del Estado, entre otros, que carecen de una secuencia lógica o cronológica. Tampoco existen las constancias ministeriales que le otorgue validez formal a dichos documentos.
	9. Corren agregados a los expedientes diversas documentales tales como retratos hablados, dictámenes sin firma, formatos de VICAP, informes de investigación de la Policía Judicial del Estado, entre otros, que carecen de una secuencia lógica o cronológica. Tampoco existen las constancias ministeriales que le otorgue validez formal a dichos documentos.
	

	12. No existe constancia de que se haya elaborado un registro de datos forenses que facilite la identificación de las víctimas que aún se encuentran en calidad de desconocidas. De la misma manera, tampoco se encontró constancia de la existencia de un registro de personas que hayan denunciado la desaparición de sus familiares del sexo femenino, el cual permita confrontar, de forma sistemática, los datos forenses de mujeres víctimas de homicidio todavía en calidad de desconocidas con los de aquellas que denunciaron la desaparición de sus familiares.
	10. No existe constancia de que se haya elaborado un registro de datos forenses que facilite la identificación de las víctimas que aún se encuentran en calidad de desconocidas. De la misma manera, tampoco se encontró constancia de la existencia de un registro de personas que hayan denunciado la desaparición de sus familiares del sexo femenino, el cual permita confrontar, de forma sistemática, los datos forenses de mujeres víctimas de homicidio todavía en calidad de desconocidas con los de aquellas que denunciaron la desaparición de sus familiares.
	

	13. En los casos de mujeres víctimas de homicidio y las cuales aún se encuentran como desconocidas, no existen agregados a los expedientes los dictámenes en antropología forense, de reconstrucción facial (cuando existe el cráneo), ni tampoco existe constancia de que se haya solicitado.
	11. En los casos de mujeres víctimas de homicidio y las cuales aún se encuentran como desconocidas, no existen agregados a los expedientes los dictámenes en antropología forense, de reconstrucción facial (cuando existe el cráneo), ni tampoco existe constancia de que se haya solicitado.
	


	14. Es frecuente que en los dictámenes periciales, fundamentalmente los de criminalísitca de campo, no correspondan en su contenido a las constancias ministeriales practicadas en el lugar de los hechos por el agente del MP correspondiente.
	12. Es frecuente que en los dictámenes periciales, fundamentalmente los de criminalísitca de campo, no correspondan en su contenido a las constancias ministeriales practicadas en el lugar de los hechos por el agente del MP del caso.
	9. En varios expedientes los dictámenes periciales, fundamentalmente los de criminalísitca de campo, no correspondan en su contenido a las constancias ministeriales practicadas en el lugar de los hechos por el agente del MP del caso.

	15. En ninguno de los expedientes analizados se apreció que se hay solicitado, ni que corra agregado en actuaciones, dictamen pericial alguno para la búsqueda de fibras en las ropas de las víctimas a efecto de una posterior confronta; lo anterior, incluso, en los restos o cuerpos de mujeres víctimas de homicidio que nunca fueron identificadas.
	13. En ninguno de los expedientes analizados se apreció que se hay solicitado, ni que corra agregado en actuaciones, dictamen pericial alguno para la búsqueda de fibras en las ropas de las víctimas a efecto de una posterior confronta; lo anterior, incluso, en los restos o cuerpos de mujeres víctimas de homicidio que nunca fueron identificadas.
	

	16. Es frecuente que el cronotanatodiagnóstico genere suspicacias respecto de su confiabilidad, en primer lugar porque no expone de una manera metódica, comprobable y sistemática, cuál fue el procedimiento utilizado para llegar a las conclusiones, cuáles fueron los elementos que llevaron a establecer la posible hora o fecha de la muerte; y en segundo lugar, porque se detectó que en algunos casos dichos dictámenes establecen fechas en las que está plenamente acreditado que las víctimas todavía se hallaban con vida.
	14. Es frecuente que el cronotanatodiagnóstico genere suspicacias respecto de su confiabilidad, en virtud de que no expone de una manera metódica, comprobable y sistemática, cuál fue el procedimiento utilizado para arribar a las conclusiones y cuáles fueron los elementos que llevaron a establecer la posible hora o fecha de la muerte.
	10. Es frecuente que el cronotanatodiagnóstico genere suspicacias respecto de su confiabilidad, en virtud de que no expone de una manera metódica, comprobable y sistemática, cuál fue el procedimiento utilizado para arribar a las conclusiones y cuáles fueron los elementos que llevaron a establecer la posible hora o fecha de la muerte.

	17. En los homicidios cometidos por disparo de arma de fuego, no corren agregados a las actuaciones, ni existe constancia ministerial de que se hayan practicado los correspondientes dictámenes en el cuerpo y ropas de las víctimas.
	15. En los homicidios cometidos por disparo de arma de fuego, no corren agregados a las actuaciones, ni existe constancia ministerial de que se hayan practicado los correspondientes dictámenes en el cuerpo y ropas de las víctimas.
	11. En los homicidios cometidos por disparo de arma de fuego, no corren agregados a las actuaciones, ni existe constancia ministerial de que se hayan practicado los correspondientes dictámenes en el cuerpo y ropas de las víctimas.


	18. Se advierte que los responsables de la Fiscalía Especializada para la Investigación de Homicidios de Mujeres, dependiente de la PGJECH, no aplicaron los mecanismos correspondientes de supervisión y administración en las investigaciones bajo su esfera de competencia, toda vez que se aprecia no existe un método, o guía de diligencias básicas, que les permita dar uniformidad y seguimiento a las investigaciones, lo cual hubiera podido corregir las graves omisiones en que incurren los responsables de la práctica de las diligencias encaminadas al esclarecimiento de los hechos.
	S/N. Se advierte que los responsables de la Fiscalía Especializada para la Investigación de Homicidios de Mujeres, dependiente de la PGJECH, no aplicaron los mecanismos correspondientes de supervisión y administración en las investigaciones bajo su esfera de competencia, toda vez que se aprecia no existe un método y no existe una guía de diligencias básicas, que les permita dar uniformidad y seguimiento a las investigaciones. Lo anterior hubiera podido corregir las graves omisiones en que incurren los responsables de la práctica de las diligencias encaminadas al esclarecimiento de los hechos.
	S/N. Se advierte que los responsables de la Fiscalía Especializada para la Investigación de Homicidios de Mujeres, dependiente de la PGJECH, no aplicaron los mecanismos correspondientes de supervisión y administración en las investigaciones bajo su esfera de competencia, toda vez que se aprecia no existe un método y no existe una guía de diligencias básicas, que les permita dar uniformidad y seguimiento a las investigaciones. Lo anterior hubiera podido corregir las graves omisiones en que incurren los responsables de la práctica de las diligencias encaminadas al esclarecimiento de los hechos.



Anexo 3
Análisis de las entrevistas realizadas a organizaciones

Coadyuvantes en casos
Accesibilidad de la Fiscalía Especial

Los distintos representantes de las organizaciones a los cuales se entrevistó coincidieron en  afirmar que el trato directo con la titular de la Fiscalía Especial, sólo se dio en raras ocasiones para tratar únicamente asuntos relacionados con casos específicos, sin promover el intercambio de opiniones, sugerencias o diálogo interactivo.

La Fiscal López Urbina citó para sus encuentros sólo a familiares de las víctimas, no así a las organizaciones y/o representantes legales que acompañaban los casos. En cambio, cuando el motivo de la invitación o la reunión con la Fiscalía era la presentación de los Informes, los invitados eran las organizaciones a quienes no se les permitía hacer preguntas.

En el caso de la Doctora Mireille Roccatti, como fiscal no tuvo ningún tipo de acercamiento ni con los familiares de las víctimas, ni con las ONG pocas fueron las personas que fueron recibidas por ella.

Un aspecto en que las organizaciones se muestran de acuerdo es en la necesidad de que los familiares de las víctimas, a través de las organizaciones que los representan, tuvieran una participación en el diseño del perfil de quien deba  ocupar la Fiscalía Especial. En este sentido, una de las organizaciones entrevistadas declaró haber elaborado un trabajo de este tipo, mismo que difundió a través de los medios de comunicación y en eventos internacionales esperando que se presentaran candidatas y se pudiera opinar en torno a ellas, como en el caso de la Comisionada Especial, sin embargo este tipo de selección nunca sucedió.
Para las organizaciones es lamentable que no se participe o involucre a las OSC en el nombramiento de las Fiscal y, no sólo en dicho proceso sino que, ya designada la  titular, no se agenda encuentros y reuniones para plantear al Fiscal designado, lo relacionado con la materia de su trabajo, por lo que las OSC tienen que participar desde fuera y, no con un diálogo participativo y propositivo con la instancia pertinente.

Respecto a las funciones con que fue dotada la Fiscalía Especial, las organizaciones plantearon que debería estar circunscrita al sistema de procuración de justicia y hacer una investigación seria, pronta, independiente y con alto nivel de precisión técnica. Es decir, que no sólo se abocara a recabar testimonios o confesiones “extraídas bajo quién sabe qué métodos, o a hacer estudios de diagnóstico o de génesis criminal”, señaló una de las organizaciones. Debería estar facultada con todos los atributos que conlleva una investigación y con las facultades que realiza cualquier ministerio público. 
Para algunas organizaciones las atribuciones de la Fiscalía no son limitadas, sino que quizás su actuación es un reflejo de la voluntad política que hay en el Estado, no solo federal sino a nivel estatal, para atender la situación. La actuación de la Fiscalía Especial se ha limitado, casi exclusivamente, a sistematizar la situación de los expedientes relacionados con los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez. Sin embargo, los resultados a los que ha arribado no sólo generan dudas a las organizaciones encuestadas, sino que incluso les crean la sospecha de que se trató solamente de convencer a la sociedad de que esos hechos se dramatizaron por lo que en algunas ocasiones se señala por diversas autoridades que todos los casos están resueltos y sólo una mínima parte de ellos tuvo algo que ver con el crimen organizado.

Las ONG entrevistadas apuntan que se había señalado con anterioridad los vicios contenidos en dichos expedientes de origen legal, jurídica y procedimental por lo que debió re-dirigir las investigación, desde los detalles, que es foliar las hojas, hasta reponer el proceso, porque muchas de las líneas de investigación pudieran haberse perdido en el transcurso del tiempo. Llegar a la verdad legal, empezar a realizar otra vez pruebas periciales, empezar a traer a los presuntos responsables para interrogarlos, en suma, hacer investigaciones. 

Una de las organizaciones encuestada opinó que, en un principio, le pareció que el  análisis técnico-jurídico que hacían las autoridades en el estado de Chihuahua para el esclarecimiento de estos crímenes, era muy importante porque aceptaba que había un problema de corrupción de las autoridades. Parecía, “que el gobierno federal tenía intención de poner una página nueva en esta historia, pero lo que han venido a poner es una lápida sobre todo esto”, porque determinar que ha habido negligencia, omisión, corrupción incluso en los procesos de investigación para luego dejar la sanción en manos de los mismos implicados que lejos de servir a la verdad lo que hace es exonerar a las autoridades de su culpa.

Para efectos prácticos, el único resultado tangible de la revisión de expedientes fue el que las autoridades involucradas en la solución de los casos resultaban en su mayoría culpables de abuso de autoridad, negligencia, omisión o corrupción, señalándose a 50 de ellos como los que reiteradamente incurrieron en esas conductas. Sin embargo, los jueces locales encontraron con que los delitos ya habían prescrito o estaban catalogados como “no graves”, con lo cual cuando más pagaron una fianza para quedar de inmediato en libertad, e incorporarse nuevamente a la administración pública estatal.

Al respecto, las organizaciones consultadas opinaron que es incorrecto revelar la existencia cuantitativa de funcionarios que están siendo sancionados o investigados, sin revelar ¿cuáles son los motivos?, incluso si se trata de faltas administrativas, faltas a la administración de la justicia -delitos en los cuales puedan estar implicados los funcionarios- ¿cuáles las sanciones?, ¿cuáles han sido los actos que generarían la no repetición de los hechos?, ¿qué medidas disciplinarias se siguen para dichos funcionarios y el resto de la administración pública? 

Sobre el tema de la reparación del daño, una de las organizaciones opinó que “en primer lugar, la mejor forma de reparación del daño es encontrar al responsable de la violación de los derechos humanos. Otra forma es la garantía de la no repetición. Otra forma, efectivamente, tiene que ver con la reparación del daño material que se sufrió, y en este rubro del daño material es donde encaja la indemnización económica, que debe de ser estudiada y formulada con una serie de estándares señalados en los tratados internacionales. Tiene que ver, por ejemplo, con el daño emergente, con el lucro cesante, el proyecto de vida... Obviamente también tiene que haber una reparación del daño moral, y una reparación del proyecto de vida, con la oportunidad cierta del desarrollo que esta víctima pudo tener y obviamente lo que tiene que ver no sólo para la víctima directa sino la reparación para los familiares en cuanto a la afectación que se les ha hecho por no sólo la violencia directa a su familiar sino por la ineficiencia del sistema para responder a sus legítimas expectativas”.

Por todo ello se opina que el Fondo de Auxilio Económico no cumple con estos requerimientos. De hecho –enfatizan- sus criterios son completamente desconocidos, porque no se han dado a conocer, pero se han comentado algunos que son completamente aberrantes, como el que se refiere a la cuantía económica la cual está en proporción directa con el daño sufrido por la víctima. 

Uno de los temas que manifiestan las ONG es la insuficiente armonización legislativa que existe entre los tratados internacionales y la legislación nacional. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, establece una cláusula en la que el Estado que ratifica un tratado internacional se compromete a que, quienes componen una Federación, van a trabajar juntos en el mismo sentido,  y para ello armonizar su legislación. Pero el Estado mexicano, lejos de provocar que esto se lleve a cabo, lo que hace es delegarle a los estados la competencia, alegando la soberanía de los mismos. 

El resultado de lo anterior es terrible –señalan las organizaciones-,  porque sin duda habla de una gran ignorancia, y de una falta de compromiso real, de ahí que sea el Senado el que ratifique los instrumentos internacionales, porque son los representantes de los estados. Cuando los senadores ratifican un instrumento internacional, quiere decir que, a nivel local se deben llevar a cabo las adaptaciones necesarias para alinear su legislación con las instancias internacionales. 

Con relación a la creación de una Fiscalía Especial Nacional, que atienda todos los casos de feminicidio en la República Mexicana, las organizaciones entrevistadas fueron unánimes en aprobar la idea, a condición de que se respete la existencia de la Fiscalía Especial para Ciudad Juárez, con las siguientes consideraciones:

 “La Fiscalía Especial debe continuar mientras las autoridades estatales sigan cometiendo errores: no es lo mismo que entre ellas se escondan sus negligencias o abusos, a que si tienen una Fiscalía que las esté observando y que al más mínimo error pueda juzgar al funcionario por haber cometido abuso de autoridad; por eso es que sí creemos necesaria una Fiscalía Federal”

“No está mal que haya una Fiscalía Nacional, pero no debe desaparecer la Fiscalía Especial, porque la situación de Juárez es especial, porque tiene un patrón generalizado no sólo de violencia sino de impunidad, que atiende no sólo a una cuestión social sino de deficiente funcionamiento de las instituciones”.

“Si se quiere crear una Fiscalía Especial que atienda la situación nacional, está perfecto, nos parece de gran relevancia;  pero debe existir la Especial para Ciudad Juárez, porque es una recomendación internacional. De no ser así, pensamos, en el próximo periodo de sesiones de la CIDH, plantear esta situación y manifestar que el Estado mexicano está dejando de cumplir con su recomendación,  y eso sería un acto regresivo, ya que de alguna forma se puede hasta minimizar la situación de Ciudad Juárez, cuando Juárez tiene particularidades muy especiales”.

Anexo 4
Entrevistas a familiares de las víctimas

	1.Tratamiento a las investigaciones:

a) Irregularidades, inconsistencias

b) Trato de las autoridades a los familiares con respecto al manejo de los casos

	CASO 1
	CASO 2
	CASO 3
	CASO 4
	CASO 5

	“...ahora me dicen a mí que a ellos no se les puede detener porque no hay una demanda contra ellos y menos una orden de aprehensión, -y yo digo- pero si aquí en el expediente está muy claro, me dijo a mi López Urbina, -a ellos no se les puede detener, no se les puede traer a declarar y no se les puede hacer una orden de aprehensión-, ¿por qué? porque ellos no están demandados, ellos aquí están como culpables pero no podemos hacer nada...”

“...cuando Sully Ponce estuvo allí, me traía con vueltas y nunca me quería atender, entonces un día yo le dije -oiga ¿cuándo tiene tiempo de atenderme?, -cuando no está en junta está en Chihuahua o anda en otra oficina- y dígame -¿cuándo me va atender?- ella me respondió -vente mañana, vente-, -pasado mañana- y ahí me estaba hasta todo el día me decían: -se va a ir a otro lado, bien noche me la pasaba ahí, pero nunca me daban una atención como debía de ser,
	“...no están las líneas de investigación que deberían de seguir, no están llevadas a cabo, hay empiezos, nada mas y hasta ahí...”

“en la línea de investigación que tienen ahora es de una sospechosa principal, que siempre se ha hablado desde un principio de una sospechosa principal, y que tienen todos los papeles que a ellos les llegaron de Estados Unidos de todo lo que es ella, y no se ha hecho nada, no sirve de nada, entonces eso es lo que yo veo, -¿a qué estamos jugando?-, todo sigue igual...”
	“El expediente de mi hija está consignado,... se perdió el 20 de abril del 94, lo consignaron al asunto de los rebeldes, yo no la he hallado ni muerta, la ropa la hallaron en ese mismo año, en Lomas de Poleo, del expediente no me han enseñado absolutamente nada...”
tengo el expediente de este año, el del 2005 pero del 95 no me han entregado nada, porque ya esta consignado...”

Yo no tengo nada, ni la ropa, la desecharon, la quemaron cuando estaba Sully Ponce, y hasta ahora no han hecho nada, estoy esperando los análisis de las antropólogas argentinas, les tengo mucha fe y esperanza, porque ellas si se han movido, los demás tienen el caso ahí parado…”

“…se cerro el expediente y según estas autoridades los responsables ya están cumpliendo una condena…son los rebeldes” ...me querían dar la pura osamenta y el cráneo lo traen perdido, me iban a entregar un cuerpo que no era, ya habían mandado a hacer un
	“...-van bien- me dijo, que primeramente si yo los seguía ayudando, y ellos siguen trabajando como le están echando ganas que ya para diciembre va a estar resuelto mi caso, pero, lo que yo he visto y lo que yo siento es que como están habiendo muchos muertos, pues están parando esto, porque hace como un mes que fui a saber como iba todo, no pudo decirme el licenciado porque está ocupado en el homicidio, de Angélica, de 17 años, y paran los casos, pues están investigando los nuevos, y tengo como dos meses que no sé nada, precisamente es que en estos días quiero ver como sigue...”

“...yo sospecho de una persona y parece que hay otro sospechoso”

“...mi hermano trae otra declaración, que, él sabe de otras cosas…”

“…nos trataron mal a la familia, nos gritaron los agentes, incluso dijeron que era yo la culpable de la muerte de mi hija, que yo la había vendido y yo sabía 
	“…una de las cosas por las que hemos peleado mucho es el lugar en donde Alejandra se desapareció, oficialmente ellos la dan por desaparecida en la calle ferrocarril 16 de septiembre, que es el centro de Ciudad Juárez y Alejandra trabajaba por la carretera Panamericana, Ejército Nacional, mi casa no queda en el centro de Ciudad Juárez, Alejandra no tenía nada que hacer para aquel rumbo, ahora recientemente resulta que hay una persona que vio cuando la secuestraron en la Bolivia y 16 de septiembre, que tampoco tenía nada que hacer para allá, la primer persona que dice haberla visto describe la ropa que yo describo en el volante de Alejandra pero después nos dimos cuenta que Alejandra no traía la ropa que ellos dicen, cuando yo la empiezo a presionar por la ropa, ella simplemente dice -yo no tengo porque estar mintiendo si me quieren creer bien sino también- y para las autoridades fue mas cómodo decir que lo que la señora


	1.Tratamiento a las investigaciones:

c) Irregularidades, inconsistencias

d) Trato de las autoridades a los familiares con respecto al manejo de los casos

	CASO 1
	CASO 2
	CASO 3
	CASO 4
	CASO 5

	mucha gente estábamos inconformes con todo eso, porque no se nos atendía como debía...”

¿...por qué no han hecho todas estas investigaciones?, ahora saben que realmente Silvia es muerta, ¿qué es lo que esta pasando?. Entre enero y febrero vamos a ver que vamos a hacer...”
	
	ADN que salió negativo, nosotros identificamos un cráneo, el que era de ella, para que salgan ahora en con que no lo encuentran, no se vale…”

“...a mi me pasaron como en una tele algo así y también identifiqué ese mismo cráneo, no se me olvida la fisonomía de ella, nos lo pusieron y si era, y por eso dicen que ese cráneo si existió, pero ¿dónde quedó?, no hay una respuesta de donde esta, que no lo pueden hallar…” 

“Cuando estaba la licenciada Sully Ponce también me echó a perder los retratos, todos los perdió”
	quién era el asesino, se imagina, hasta  hace poco me leyeron las declaraciones que hizo el señor que la encontró muerta, apenas hace unos meses me enseñaron la ropa con la que se perdió, si era la ropa que ella traía, si era ella, si estoy segura que era ella, era mi niña, no quisieron enseñarme la foto…”

“…en los primeros años se perdieron algunas pistas…”


	decía era cierto, ...otra de las cosas es que, las marcas de las manos de Alejandra estaban con unas cicatrices como hundidas, como surcos como las que dejan las esposas y la autopsia decía que Alejandra estaba atada con una agujeta de zapatos, no dicen lo que en realidad sucedió…”

“...el agente del ministerio me decía una cosa y yo iba e investigaba, cuando me mentían yo regresaba y les decía -esto es mentira-, recuerdo que hubo un abogado, me dijo como debería de pedir el expediente, como yo iba a redactar el oficio ellos se dieron cuenta de que yo había sido asesorada por un abogado, nos hemos dado a la tarea de analizar los expedientes, de estudiarlos, ya después empecé a trabajar con David Peña y el fue quien me hizo el primer análisis del primer tomo del expediente, me hizo ver todo los errores, fueron enseñándome a manejarlos, ya después fue el equipo de abogados de la


	1.Tratamiento a las investigaciones:

e) Irregularidades, inconsistencias

f) Trato de las autoridades a los familiares con respecto al manejo de los casos

	CASO 1
	CASO 2
	CASO 3
	CASO 4
	CASO 5

	
	
	
	
	ANAD, quien nos hizo las asesorías…”

“...todavía ni siquiera saben quien fue, todavía no hay nada, en febrero van a ser cinco años...y todavía no hay nada; pero la Comisión Interamericana acaba de recibir la respuesta del gobierno mexicano y argumentan que todavía no se acaban todos los recursos, todavía no se acaban las líneas de investigación…”

“…a raíz de que yo pongo la denuncia en la Comisión, ellos presionan al gobierno quien manda la primera respuesta, pero manda dos hojas, mientras yo hice una respuesta de 14 hojas, que dieron pie a que nosotros hiciéramos otro tanto de hojas, a esa ultima vez les mandamos responder nosotros mandamos 30 hojas de cuestionamientos y errores de ellos, y el gobierno de curarse en salud dice finalmente que el caso no ha sido cerrado, que se están haciendo las líneas de investigación…”


	1.Tratamiento a las investigaciones:

g) Irregularidades, inconsistencias

h) Trato de las autoridades a los familiares con respecto al manejo de los casos

	CASO 1
	CASO 2
	CASO 3
	CASO 4
	CASO 5

	
	
	
	
	 “…hay un dictamen de un perfil genético de uno de los violadores; aparte hay un dictamen de la autopsia, deficiente y con muchos errores, con estudios y pruebas que se echaron a perder y que hasta el 2003 mandaron a analizar, cuando lo que paso con Alejandra es en el 2001 las obvias respuestas fueron que las muestras se habían echado a perder, no se presentaron adecuadamente ó fueron tomas insuficientes, son cosas que yo he tenido que estar documentando…”

“...tienes que hacer tú la investigación, nosotras tenemos que documentar todo.”

“...nosotras hemos tenido que buscar a las amistades para conocer lo que realmente sucedió, yo realmente no se que fue lo que paso con Alejandra, o sea, se le pierde la pista hasta que la encuentran,…cuándo…yo cuestiono ¿porqué sólo hay un perfil genético de un violador?, me dijeron que la fauna cadavérica se comía los


	1.Tratamiento a las investigaciones:

i) Irregularidades, inconsistencias

j) Trato de las autoridades a los familiares con respecto al manejo de los casos

	CASO 1
	CASO 2
	CASO 3
	CASO 4
	CASO 5

	
	
	
	
	espermas…voy con un perito de Estados Unidos y él me dice que si tomaron muestra del bolo alimenticio, del humor Vitro, de su sangre; eso quiere decir que el cuerpo todavía estaba en proceso de descomposición y por lo tanto  no había fauna cadavérica, ahí empezaron a mentirme, ahora en el 2003, no me acuerdo porque motivo solicité que me entregaran unos oficios, de la respuesta de la Comisión Interamericana donde se cuestiona sobre la materia orgánica que tenia Alejandra en las uñas, pero la respuesta del laboratorio fue que había sido tomada de la mano equivocada, por lo tanto era prueba insuficiente. Se les cuestiona sobre las manchas que tenían las calcetas de Alejandra, porque al parecer ella corrió descalza, pero las calcetas no se preservaron en el sitio adecuado, no se podía hacer nada, muchas de las pruebas que se debieron haber mandado analizar en febrero del 2001 se mandaron hasta septiembre del 2003 y obvio que la respuesta es que están en estado de descomposición; que no se preservo la muestra adecuadamente, que es materia insuficiente y después de cuatro años ya de que sirve, todo eso está mal integrado…”


	1.Tratamiento a las investigaciones:

k) Irregularidades, inconsistencias

l) Trato de las autoridades a los familiares con respecto al manejo de los casos

	CASO 6
	CASO 7
	CASO 8
	CASO 9
	CASO 10

	“...nada mas culparon al Sheriffe de que era el culpable y aunque supieron que no era ellos ya jamás investigaron el expediente de mi hija, pero como no había muchas pruebas contra él y le retiraron la culpabilidad del asesinato de mi hija…”
	“...quedamos que iban hacer unos trabajos y nos iban a llamar y ya no nos han llamado;  se saco una acta donde se desapareció y después quedó la fiscalía de llamarnos, por que iban hacer unos trabajos de mesa, dijeron que la habían visto, que la suegra de ella la había visto y no nos ha llamado...”

“me  dejó dos niñas y me las dejaron sin registrar, duré un año para registrarlas para que pudiera entrar a la escuela, yo  me enfoque  más en las niñas  que en andar investigando…”

“…apenas se empezó abrir, pues no siento que se ha avanzado, quedaron que esas mesas de trabajo las iban hacer cada tres semanas y no sé cuantos meses han pasado  y no se han hecho, para que nos informaran  cuantos avances llevaban, según esto son muchos expedientes es mucho trabajo leerlos todos, y por eso no han avanzado…”
	“hasta donde llega la última investigación ahí se queda, 3 veces me han levantado declaraciones y hasta ahí tenemos el conocimiento mas adelante andamos investigamos y ya no nos dan conocimiento 

-Pero ustedes no cuentan con un abogado que les 

-Por ejemplo uno lee a veces uno no entiende términos jurídicos que pues cuentan con una asesoría de abogado de ustedes de los grupos que los ayuden a entender como se está integrando el expediente, pues ahí mismo la última investigación que hicieron desde inicio nos pusieron abogados en una fiscalía y es lo mismo ahí donde se queda la investigación ahí también se queda estancada”

“...queremos justicia porque desde que se me perdió mi niña yo he sido pobre, yo no anhelo el centavo yo quiero la justicia, responsables dentro de la ley para que no sigan causando daño, tengo niñas, cual será mi temor que la
	“...en cero porque pues ya salió el que era supuestamente el asesino, aquí conmigo no se han acercado para nada en realidad desde que salió el Cerillo... ni me han hablado, sobre que avances llevan...”

“...yo se los dije desde un principio el Cerillo y la Foca para mi no son culpables, porque los torturaron...”

“el caso lo mandamos a la Comisión Interamericana junto con el de Irma Monreal y el de Benita Monárrez, ya fue aceptado ya le mandaron al gobierno algo sobre Patricio Martínez, vamos a ver que responden, para que también me repare el daño, a ver que dicen...”

“...ahora cumple cuatro años...”

“...la reconocí por su cabello, y las liguitas blancas ya estaban reventadas, simplemente cuando llegamos a febrero traíamos su pantalón de pecheras al otro día hallaron su gafete y su lectora; como que los aventaron intactos, no estaban ni enterrados, con la presión
	“...tiene muchos errores, muchas de las investigaciones que se hicieron son mentira, en una arte se dice que en donde la encontraron era atrás de un cuarto con una bata de maquila pero mi hija no estaba trabajando...”

“El licenciado Luna me dijo que estaban pardas las investigaciones...”

“...cuando ella desapareció encontraron a unas personas con su bolsa. Detuvieron unas muchachas, las muchas dicen que se lo encontraron tirado pero ella había ido a recoger una tanda a las dos de la tarde, a la persona que le entregó la tanda habían tratado de asaltarla esa persona, subió al camión de la fábrica, donde ella iba a recoger la otra  parte de la tanda y ahí lo detuvieron, pero desgraciadamente las personas que iban a ir a identificarlo no fueron porque murieron dos policías...”


	1.Tratamiento a las investigaciones:

m) Irregularidades, inconsistencias

n) Trato de las autoridades a los familiares con respecto al manejo de los casos

	CASO 6
	CASO 7
	CASO 8
	CASO 9
	CASO 10

	
	
	próxima sea una de ellas; ¿de quién me cuido? -si no se quien es-, eso es algo que nosotros siempre gritamos, -justicia- y que ya se pongan a trabajar las autoridades es la ley que deben de llevarla a cabo”

“...la investigación se queda estancada en que andan investigando a las personas mas cercanas que conocieron a mi hija,  sus amigos, pero no muy directos porque ella apenas empezaba a salir a la esquina, una hora ó dos, van a ser ocho años de eso; ya esas personas la mayoría ya son jovencitos drogadictos, se hubiera investigado luego luego...”

“Nada mas investigan  a personas que la rodearon y  a 34 han levantado declaración a todos parece disco rayado nada mas entra la gente y siempre lo mismo, a cada rato que cambian si de agentes del ministerio público y todo eso vuelve otra vez y nos hablan otra vez, por que ya se les perdió el expediente, que vamos a hacer expedientes 
	que traían decían que los familiares los tiraron, ¿cómo uno va a tirar eso: la lectora y su gafete de la maquila?, si se ponen guantes para que no haya ninguna huella y así a la brava ahí en el mismo campo algodonero fueron y las aventaron...”
	


	1.Tratamiento a las investigaciones:

o) Irregularidades, inconsistencias

p) Trato de las autoridades a los familiares con respecto al manejo de los casos

	CASO 6
	CASO 7
	CASO 8
	CASO 9
	CASO 10

	
	
	nuevos y así nos traen a vuelta y vuelta y uno también tiene otras cosas que hacer; a mi me llamaron como cuatro o cinco días desde las nueve de la mañana hasta las diez de la noche, sin comer con mi niña de brazos, amamantándola, ellos no se tientan el corazón con uno, lo tratan como si uno fuera el criminal, ni le resuelven nada”

“Ellos no investigan nada y cuando volví a ir yo a las oficinas me decían: -¿qué nos trae de nuevo para poder seguir adelante?- se supone que ellos son los que deben de trabajar en esto. Yo les daba a conocer lo mas que podía respecto al caso, se puede decir todo lo que está en el expediente es lo que le dimos a conocer la familia”

“El MP si no nos ayudan no podemos hacer nada, es que ustedes nos tienen que ayudar y acuérdense de cosas. Si supiéramos nosotros hubiéramos resuelto el caso, no sabemos  si sea o no organización que ande  matando mujeres, no sabemos realmente y quieren que uno les lleve un avance, que nos esperan con las puertas abiertas para que les demos informes, no podemos hacer nada”
	 
	


	2. Intimidación



	CASO 1
	CASO 2
	CASO 3
	CASO 4
	CASO 5

	“He recibido muchas represalias, me han seguido en la calle, me han golpeado, aquí me han rodeado mi casa, me hacen llamadas por teléfono, yo no entiendo, ¿por qué? si uno está reclamando sus derechos, y que se le haga justicia, yo conocía a todos los que me rodeaban aquí, porque eran de la judicial. Se levantaron denuncias cuando me golpearon, se levantaron denuncias cuando vino una persona por mí aquí, según ellos para enseñarme el cuarto donde tenían a mi hija, que en un hotel, esa vez anduvo Lucha, Alma, todas anduvieron conmigo, anduvimos investigando

se hicieron demandas, se hicieron retratos hablados, pero me dijeron que eran reporteros que venían de fuera...”

“A mi otra hija la estuvieron siguiendo en diferentes partes hasta que se tuvo que ir de aquí, se la llevaron a Estados Unidos, si iba a la Escuela ya andaban atrás de ella. Nos han pasado muchas cosas, y todo por denunciar, por exigir justicia, y a ellos no les
	“...si, a mi esposo una vez que iba al trabajo, le salieron, le pusieron la pistola en el estomago mi a una vez me quisieron secuestrar...”
	“...han presionado a mi familia al grado de que tiene uno temor, me dice mi hija: ya no sigas en eso porque a nosotros son a los que nos presionan nos hostigan...”
	
	“...este ciclo escolar que acaba de terminar se metieron dos veces a mi salón, la primera pues simularon un robo, se llevaron lápices, tijeritas, marcadores, o sea puro material que yo utilizo en el salón y que ya sumando la cantidad si era grande pero que finalmente de que les pueden servir unas tijeritas de recortar para niño, para mi eran de valor, pero alguien que se lleva 20 tijeritas ¿para que le iban a servir? ni modo que las iba a vender... en junio de este año el lunes 27 los estantes están de mi salón los destrozaron a hachazos, el pizarrón rayado a navajazos, todo navajeado, todo el material roto, todo destruido y lo único que faltaba era el expediente de Alejandra, de ahí del estante no se robaron nada, destruyeron y simularon vandalismo pero lo único que se perdió  fue el expediente de Alejandra, y la sentencia del juez, curiosamente se pierde la sentencia y a los quince días la Fiscalía Especial me pide que presente ese documento y los juzgados están de vacaciones”

“ya me mandaron decir que


	2. Intimidación



	CASO 1
	CASO 2
	CASO 3
	CASO 4
	CASO 5

	conviene, todos son los mismo, no les conviene”
	
	
	
	me queda otra hija viva que si no tengo miedo que le pase lo mismo; me citaron a las once de la noche en el estacionamiento del Bandoleros, un salón de baile, los agentes de la judicial y me lo dijeron.

“...ahora otra de las cosas es que por mail y a Luz se la mandaron a su celular, le dijeron que le iban a agrandar la rosca a patadas, y luego recibió una que decía tengo mucho interés en platicar con usted, pero hay una pausa como diciendo tenga mucho cuidado o sea y nos han dejado mensajes en el buzón...”

“de repente salgo y están estacionados aquí en la parte de afuera la ´troca` de la judicial, haciendo quien sabe...”


	2. Intimidación



	CASO 6
	CASO 7
	CASO 8
	CASO 9
	CASO 10

	
	
	“dice mi hija, ya no sigas en eso porque a nosotros son a los que nos presionan, nos hostigan...”
	
	


	3. Desacreditación de las víctimas



	CASO 1
	CASO 2
	CASO 3
	CASO 4
	CASO 5

	“...todas las mujeres que han desaparecido o han encontrado muertas, a todas las mataron, porque eran prostitutas, eran drogadictas, porque vestían rabonas y eso era lo que nos decían ahí. Hace poco también el gobernador, dijo -es que eran unas prostitutas, por eso les pasó lo que le pasó-, lo mismo que Patricio Martínez, digo yo: si eran prostitutas, no tienen derecho a quitarles la vida, no estoy de acuerdo con eso por eso sigo luchando, sola voy a la PGR y sola ando en todos lados, no le hace que me tengan amenazada, que me digan lo que me digan, yo voy, miedo no les voy a tener, verdad, si ya se quienes son, que me van a poner a una persona que me cuide, pero ¿para que quiero a una persona que me cuide? si se van a enterar a donde voy, yo no estoy de acuerdo en muchas cosas, yo lo que les exijo es que me entreguen a mi hija, eso es lo que les exijo si saben  que esta muerta porque no le echan ganas”
	
	
	
	“...dijeron muchas cosas que no eran ciertas...” 

“...que mi hija llevaba doble vida, lo que dijeron las autoridades, y que yo nunca me había dado cuenta, que ella se salía en las noches a bailar al centro y pues en eso mienten porque mi hija nunca iba a los bailes al centro...”


	4.  Reparación del daño

a) Apoyo económico

b) Afectación a los familiares

c) Desesperanza por la falta de acceso a la Justicia

d) Papel de los familiares en la Búsqueda de las investigaciones

	CASO 1
	CASO 2
	CASO 3
	CASO 4
	CASO 5

	“...no me los han ofrecido y pues creo que es obligación de ellos, apoyo a mi no me han dado porque Silvia está desaparecida y el apoyo es nada mas para las mujeres que asesinaron en 95 ó 96...”

Yo pienso que ese apoyo que están dando es para que uno ya no siga hablando, no siga exigiendo, les han dicho a las mamas que han recibido apoyo que ellas no tienen derecho a exigir un ADN, una investigación profunda, y yo les dije, yo no quiero eso, porque mi hija está desparecida, sí, es una persona que está desparecida que dejó tres hijos fue una persona la que se perdió, no un objeto, una persona de valor, a mi no me importa su dinero, yo quiero que me la entreguen a ella, pero quiero que me la entreguen viva...”

“...uno presiona y exige, pero no hacen nada, uno sigue batallando pero uno se está desgastado en andar hablando

de andar exigiendo, para que 
	“...el problema que tengo es que se nos está haciendo un ADN con esa niña, la que se supone que puede ser mi nieta, y a mí no se me va a entregar ese recurso, hasta que vean lo del ADN”

“ya me iban a meter al psiquiátrico, ahora estoy viendo a un siquiatra, pero nunca se va a poder uno sacar esa preocupación, al menos a mi lo que me tiene en angustia y desesperación es porque tanto año y no saben nada, ni donde quedo la niña, que motivos son los que tienen para ocultar las cosas, de no esclarecer, porque pues al menos yo cuando anduve  investigando en que líos se metían y todo eso, mi desesperación es que tenía cinco años perdida la niña y yo no sabía nada, ya no hallaba ni que hacer”

“Cuando llego María Urbina, nosotros dijimos  llego una esperanza, se va y sin ni decir adiós, entonces para nosotros para mí ya esperanza de que se

vaya a hacer algo, ya no”
	yo nomás le pido a dios ya, me dolió mucho porque ya van once años, como no me voy a preocupar ya van once años y no hacen nada, ya no nos hacen caso”

“...del fideicomiso hasta que no encuentre uno a su hija, y a mi no me lo van a dar hasta que no la encuentre”

“de ninguna manera se puede reparar el daño, porque desde un principio no se movieron, menos ahora, se hace uno más daño que le nieguen a uno las cosas

Pero si hubiera una manera, sería que buscaran los culpables e investigaran a las personas que nosotros también decíamos, mas o menos quienes eran a los que tenían que investigar y buscar”
	“...una queda muy mal, destrozada del corazón, queda una casi loca, enferma, de todo, se va curando poco a poco de otras cosas que van surgiendo, que van saliendo...” 

“...lo que importa es la justicia, el dinero no importa tanto porque la vida de nuestras hijas no tiene ningún precio, ya tienen como un año que andan dando ese dinero, incluso a la gente nos señalan y nos preguntan, ¿cuánto te dieron?, precisamente por eso, por culpa de lo que están ahí pasando en la tele, que Roccatti, está diciendo pero yo no he recibido ni cinco todavía, algunas tampoco...”

“...quisiéramos saber quien mató a nuestras hijas para que se castiguen, y a veces yo pierdo la esperanza, le digo que ya tengo dos meses o mas “...pero uno no sabe y no se da cuenta ...”

“que se acabara sinceramente esto porque es horrible, ya la gente aquí tenemos miedo a salir, ya sale uno viendo para todos lados y no anda uno a 
	“...he recibido cuatro despensas por parte de la Fiscalía Especial,  se dieron becas para los niños, pero a los míos no les dio”

“...para mi la reparación del daño es, primero que nada el derecho a conocer lo que paso con mi hija, yo tengo derecho a conocer la verdad a  saber que fue realmente lo que paso con mi hija, saber en donde la secuestraron, a donde la llevaron, saber que persona fue la que hizo esto, saber realmente lo que pasó que se castigue a los asesinos de Alejandra, que se castigue a todos los funcionarios que por negligentes, corruptos, omisos han permitido que esto se siga reproduciendo entonces yo creo que hablar de reparación del daño no implica nada mas dinero, porque si bien es verdad que los niños que quedaron sin su sostén económico que era su


	4.  Reparación del daño

e) Apoyo económico

f) Afectación a los familiares

g) Desesperanza por la falta de acceso a la Justicia

h) Papel de los familiares en la Búsqueda de las investigaciones

	CASO 1
	CASO 2
	CASO 3
	CASO 4
	CASO 5

	no hagan nada, yo estaba muy enferma de mis nervios, que hasta me agarra un tic en la cabeza, estoy en tratamiento, 

no es poca cosa ver que no están haciendo nada, ¿qué espera uno de ellos? yo les he dicho claramente, y se los vuelvo a repetir mil veces, ustedes saben que le pasó a Silvia que hicieron con ella, si ustedes no han hecho nada es porque no quieren trabajar, no nos están respetando nuestros derechos, no da resultado, si ustedes no han hecho nada es porque están recibiendo dinero por eso ustedes se callan, hay dinero de por medio no tienen derecho a castigárseles, no tienen derecho que los traigan a declarar, lo que peleo y lo sigo peleando, desde un principio sabían en qué casas las tenían a esas muchachas entonces ¿porque no hicieron nada?, aquí recibía yo llamadas y me decían ¿la quieres ver?, ven a las doce del día, porque si no la vamos a cambiar de lugar, se acabaron esas llamadas,
	
	
	gusto en las calles”
	funcionarios que protegieron a los asesinos de mi hija estuvieran en la cárcel que a parte de eso se hicieran medidas preventivas que realmente previnieran los secuestros, yo creo que con eso me daba por bien servida”




	4.  Reparación del daño

i) Apoyo económico

j) Afectación a los familiares

k) Desesperanza por la falta de acceso a la Justicia

l) Papel de los familiares en la Búsqueda de las investigaciones
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	andábamos como locos por aquí, por allá y ahora les digo, -si sabemos que ya es muerta, porque esa casa donde ya las tenían ¿por qué nunca le han hecho un cateo?-, ¿por qué las expropio la PGR?, ¿qué es lo que están encubriendo?, ya no sale uno con confianza porque ya sabe que la van a uno a seguir, entonces ¿de quien se va a cuidar?, ¿quien va a cuidar a uno?: ¡nadie¡, entonces yo no tengo la esperanza de volver a ver a mi hija porque ustedes no han hecho nada, ya aunque sea los huesos que me entregaran. Estoy desilusionada del gobierno y de los agentes del ministerio público que trabajan, ahí, entran y salen, entran y salen, ¿a qué estamos jugando?, no estamos en un juego de fútbol, yo te aviento la pelotita a ti, tu la avientas allá y no están haciendo nada. Se están encubriendo entre ellos”

...si no se hizo nada en un principio ya ahorita de diez años, ya no vamos a hacer

nada, porque se han perdido los mejores momentos”
	
	
	
	


	4.  Reparación del daño

m) Apoyo económico

n) Afectación a los familiares

o) Desesperanza por la falta de acceso a la Justicia

p) Papel de los familiares en la Búsqueda de las investigaciones

	CASO 6
	CASO 7
	CASO 8
	CASO 9
	CASO 10

	“Pues yo quisiera que investigará, que investigaran todos los de las muchachas porque este ningún caso de las muchachas ha sido resuelto eso era lo que yo más anhelaba en la vida, o anhelo en la vida que se investigue la muerte de mi hija y de las demás muchachas, que encuentren a los culpables y que paguen porque pues no mataron a un animal, mataron a un ser humano, si, y eso es lo que yo desearía que el gobierno investigará...”
	“se ha encontrado un cuerpo entonces hemos batallado mucho para que nos den un apoyo, nos están dando un apoyo y ese apoyo me lo da el Instituto Chihuahuense yo no se por que la procuraduría no nos a dado nada, pues ni atención psicológica pues yo les decía que primero necesitaba la atención psicológica”

“...bueno lo que pasa es que yo me apoyo mucho en Dios, yo quisiera que siguieran las investigaciones y saber que fue lo que paso pues al principio fue tremendo ya han pasado 8 años, pues me figuraba violaciones como hay mucho de eso, pero francamente no he sabido de nada.”

“Nos hablaban íbamos a las reuniones nos daba a conocer el trabajo que ella tenía y el poquito avance que había pero esta otra señora no hemos tenido ninguna reunión con ella, ya ni hay nadie”
	“...estamos nosotros concientes de que nunca va a aparecer el culpable entonces, habrá también con mucho de chivos expiatorios, lo que queremos es si ya nos van a resolver nada ya entonces que ya no se rajen, para que no sigan matando a más mujeres, porque ya sale uno y dice uno ojalá Dios me ayude o algo, lo que pasa también es que desde que pasó eso con mi hija estaban otras personas ahí sentadas de la ley, duran dos o tres años y corren o las corren y llegan otras personas y se sientan y otra vez dos o tres años como que se dan cuenta o no se y los corren o corren ellos mismos del trabajo y llegan otras personas y otra vez a comenzar el expediente y así que no resuelven nada  Y con la llegada de López Urbina la fiscalía especial se supone que viene para ayudar a la fiscalía mixta y a los casos que tienen que ver con el fuero federal.”
	“que se pusieran a trabajar y que encontraran a uno de los asesinos, porque pues nomás están sentaditos recibiendo dinero y no hacen nada, se echan la bolita, la culpa uno a otro  que en verdad se pongan a trabajar”

“nada, a mí, en nada ha avanzado ese caso mío, no se nada, no se han acercado a mí y es lo que voy a ver, porque no se han acercado a mi desde que salió el Cerillo y que me digan que avances tienen o algo así, pero no”

“Porque todos esos casos los atrajo la fiscalía especial, se han pedido informes y dicen que no pueden dar información”

“...otra vez me hablo la licenciada Espejo ahí de la PGR que habían detenido eso mío porque yo había pedido exhumación del cuerpo de mi hija, y yo le dije que en ningún momento había pedido eso, como pidió Irma, pidió Esther, Martha Ledesma, como hay 14 mamas e incluida yo estaba ahí, no le dije yo en ningún momento pedí el ADN, por eso le habían detenido el fideicomiso, pero ya esta
	


	4.  Reparación del daño

q) Apoyo económico

r) Afectación a los familiares

s) Desesperanza por la falta de acceso a la Justicia

t) Papel de los familiares en la Búsqueda de las investigaciones
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	arreglado ante un ministerio

publico que yo no pedí eso”

“yo ya estoy segura de que era mi hija, yo ya para que quiero volver a ver abrir la herida y empezar otra vez por lo mismo, le dije yo ya no quiero nada”

“pues está una casa de atención a victimas ahí por la López Mateos, pero yo no me he parado, no me da confianza”
	“Muchas personas dicen que ya tenemos dinero, pero no, yo vendo ropa usada....Me tengo que hacer cargo del niño. Dicen que las organizaciones nos dan dinero pero yo en lo personal no he recibido nada.

El ICHIMU nos da $900 cada quince días, en una ocasión en la FE nos dieron una despensa hace como dos años”

“...dijo que la reparación del daño era cuando se detenía al culpable”


	5.Evaluación General de la Fiscalía Especial



	CASO 1
	CASO 2
	CASO 3
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	Para nosotros no existe nada, ni aunque sea mixta, cuando se fue María Urbina, pues se le fue en puros informes y dejar listas de funcionarios que tenían que ver en negligencia, cuando entra la nueva, que se iba a quedar en su lugar, yo la conocí por la tele, ella nunca tuvo un acercamiento con nosotros, nunca”

López Urbina si tuvo un acercamiento, nos llamó cuando se presentó con nosotras nos cito el problema es que lo que uno siempre ha querido es que se haga un trabajo nunca han venido a ofrecernos lo que uno espera. Por que ya que tanto que dicen.

Si la fiscalía especial se siente competente dónde están los resultados, en donde esta el trabajo, lo que yo ando peleando es a mi nieta, ¿hasta cuando se puso un reporte de desaparición? hasta este año, el 12 de abril, ¿cómo puede ser posible? la fiscalía especial, si siempre ha tenido esto en sus manos ¿porque nunca ha hecho nada, porque nunca se ha llevado una línea de investigación sobre los que tienen a la niña?, no vamos a
	
	
	“los funcionarios involucrados fueron nombrados como negligentes, corruptos, pero a final de cuentas, aun cuando en ese aspecto la fiscalía hizo su trabajo finalmente el presidente de la Republica deja que sean juez y parte, es decir el Estado es el que tiene que castigar entonces sus funcionarios eran los culpables, él va a castigar a sus funcionarios culpables y es obvio que no se ha hecho absolutamente nada, es más, la nueva procuradora de ahora ya exoneró a medio mundo dijo que no que la fiscal se equivoco y que no es cierto”

“en este caso yo creo que no hay una sola mamá que pueda decir que sabemos como hicieron el trabajo, si está bien hecho o no, porque los expedientes que ellos analizaron a nosotras no se nos dio resultado de ese análisis de expedientes”


	5. Evaluación General de la Fiscalía Especial
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	pelear ya que la busquen, sino la sospecha que tenemos de que nunca se ha comprobado quien es esa niña, nunca se ha comprobado quienes son los papas de esa niña, ¿en donde esta el trabajo de la fiscalía especial?, si tienen mucho de donde agarrar, ¿donde esta su trabajo?, a nosotros ya de nada nos sirve, no soy nomás yo, somos muchas las que estamos en esto, nosotros queremos ver que trabajen, resultados”

“ahí la tenían a uno mas confundida le digo porque en el caso de mi hija que no podía pertenecer a la PGR que porque fue agredida con arma y ya después, porque no habían localizado nada, y fui a la fiscalía especial, a la mixta, entonces a nosotros en que nos beneficio, en nada” 
	“Nunca tuve trato con Urbina y a la otra ni la conocí”

“...una vez hablamos con ella por teléfono y como que no hizo caso, en el caso de María Urbina, el caso mío no lo atraía y no estoy conforme porque pues no la he hallado, mi hija ya para el 20 de abril cumple 11 años, 11 años, si no hacen nada por las que hace poco se perdieron van a hacer algo por las que tienen años perdidas, yo nomás le pido a dios ya, me dolió mucho lo que va, porque ya van once años, voy con Conie y me dice -no se preocupe-, y yo le digo, como no me voy a preocupar ya van once años y no hacen nada, ya no nos hacen caso...”
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	“la califico con un cinco, si porque por lo menos hizo los análisis de expedientes, el problema es que se quedó en eso, no hizo más entonces para mí siguen estando reprobados 

“Me trataron con respeto, hasta que llego la Roccatti, porque la señora es muy déspota entonces no nomás a mí a todas las mamas nos ha tratado así”


	5. Evaluación General de la Fiscalía Especial
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	“Pues muy mal porque nada mas nos trajo con puras mentiras nunca resolvió nada ningún caso de los funcionarios dijo que los nombro, y que gano con nombrarlos, y que los iban a castigar y que quien sabe qué, a lo mejor hasta les dan otro trabajo más alto”
	
	
	“María Guadalupe López Urbina, cuando estaba ella que atrajo los casos que estaban señalando a Sully Ponce, Manuel Esparza, a Talavera, porque era muy déspota se burlaba de nosotras, y decía -ya están los casos-, ¿cuáles caso? si no investigaba nunca, Roccatti nunca hizo nada, porque nunca nos pelaba para nada, como Guadalupe Urbina, esa si nos atendía mejor, platicaba con nosotros y todo, pero  Roccatti nunca se acerco con nosotros, nunca platicó”

“Guadalupe Urbina este, ella nos hablaba, nos llamaba por teléfono para tener una reunión con ella, los casos y todo eso, pero no más, era todo, pero nunca la buscábamos, bueno al menos yo nunca la busque, ni a Roccatti, ni a nadie”
	“Con María López Urbina tuvimos muchas reuniones”

“...para decírnoslo que según ella avanzaba, pero estaba todo detenido”

“Yo pienso que la Fiscalía Especial puede hacer más, desgraciadamente no hubo  avances, no hay nada, no sabemos quienes son los culpables”


Anexo 5
Solicitudes de Acceso a Información Pública

	
	Número de folio
	Fecha de envío

	1
	  0001700197605
	30/08/2005

	2
	  0001700197705
	30/08/2005

	3
	  0001700197805
	30/08/2005

	4
	  0001700197905
	30/08/2005

	5
	  0001700198005
	30/08/2005

	6
	  0001700198305
	31/08/2005

	7
	  0001700198505
	31/08/2005

	8
	  0001700198605
	31/08/2005

	9
	  0001700198705
	31/08/2005

	10
	  0001700198805
	31/08/2005

	11
	  0001700198905
	31/08/2005

	12
	  0001700199005
	31/08/2005

	13
	  0001700199105
	31/08/2005

	14
	  0001700210305
	28/09/2005

	15
	  0001700210405
	28/09/2005

	16
	  0001700210505
	28/09/2005

	17
	  0610400007605
	31/08/2005



Anexo 6      
Código de Ética

Este conjunto de reglas reflejan las normas éticas que todos los miembros del  Observatorio Ciudadano para monitorear la Impartición de la Justicia en los casos de Feminicidios en Ciudad Juárez y Chihuahua deben guardar. Han sido redactadas con el objeto de brindar un marco dentro del cual los miembros del Observatorio conduzcan en todo momento su desempeño profesional.

Los miembros tienen la responsabilidad de cumplir y hacer cumplir estas normas y sensibilizar sobre las mismas a todo nuevo miembro que se incorpore al Observatorio.
Reglas generales


· Debe tenerse presente que el Observatorio Ciudadano es un ente no gubernamental y sin fines de lucro.

· Los miembros del Observatorio Ciudadano han tener presente el deber de desempeñarse atendiendo siempre a los  intereses y objetivos del mismo.
· Abstenerse de utilizar su posición en el Observatorio Ciudadano para lucro o beneficio personal.

· Mantenerse libre de relaciones que por su interés puedan interferir en el correcto desempeño de las funciones para el Observatorio Ciudadano.

· Utilizar solamente medios éticos y legales cuando se deba obtener datos o información.


Financiamiento


El Observatorio Ciudadano es una institución sin fines de lucro. El financiamiento proviene de contribuciones o donaciones que aportan distintas instituciones y organismos del país o del exterior.


Todos los fondos recibidos o generados deben reinvertirse en las actividades del Observatorio Ciudadano.


El Observatorio Ciudadano tiene como norma de estricto cumplimiento no recibir aportes de instituciones o personas que pudiesen comprometer sus objetivos.
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· Fabián  Sánchez Matus, Director General de la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, en entrevista, 15/11/05, versión estenográfica.
� Feminicidio y marginalidad urbana, Julia E. Monárrez Fragoso y César M. Fuentes, en Violencia contra las mujeres en contextos urbanos y rurales, Colmex, PIEM, 2004 p67


� Dip. Dra. Marcela Lagarde y de los Ríos,1er, Informe de Labores. Comisión Especial para dar Seguimiento a las Investigaciones sobre los Feminicidios en la República Mexicana y a la Procuración de Justicia Vinculada.


� Según la Conferencia Mundial sobre los Derechos Humanos (Declaración de Principios y Plataforma de Acción de Viena) 1993; la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, ONU, 1993; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará), 1994; la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo (Programa de Acción del Cairo), 1994 y la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer (Declaración y Plataforma de Beijing), 1995.


� CF Testimonios de familiares de las víctimas en Anexo del este informe.


� Nora Rabotinkof, Público-Privado, en Debate Feminista, año 9, vol. 18, México, pp. 3-13


� Jorge Luis Maiorano. Defensor del Pueblo de la Nación Argentina (mandato cumplido), Ex Presidente del Instituto Internacional del Ombudsman, Profesor Titular de Derecho Administrativo Decano de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de Belgrano (Buenos Aires) y Presidente del Observatorio de Derechos Humanos (FODHU)


� Dip. Dra. Marcela Lagarde y de los Ríos, 1er. Informe de Labores. Comisión Especial para dar Seguimiento a las Investigaciones sobre los Feminicidios en la República Mexicana y a la Procuración de Justicia Vinculada


� Relator Especial sobre la Independencia de Jueces y Magistrados, Sr. Dato-Param Coomaraswamy.





� Dip. Dra. Marcela Lagarde y de los Ríos, IDEM


� ACUERDO número A/003/04 del 27 de enero de 2004, del Procurador General de la República por el que se crea la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 30 de enero de 2004. 





� OFICINA EN COLOMBIA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS HUMANOS, FRÜHLING, Michael, Reflexiones sobre los principios concernientes al derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación, intervención del Director de la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en el Seminario Internacional de la Corte Penal Internacional: Instrumento de paz para Colombia, Bogotá, D. C., 16 de septiembre de 2003, p. 12.


� Artículo 21 constitucional.- “[…] La investigación y persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público, el cual se auxiliará con una policía que estará bajo su autoridad y mando inmediato.[…] 


[…]


Las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio de la acción penal y desistimiento de la acción p enal, podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional en los términos que establezca la ley. 


[…]  


� Fabián  Sánchez Matus, Director General de la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, en entrevista, 15/11/05, versión estenográfica.


� Cfr. Corte DH, Excepciones al Agotamiento de los Recursos Internos (artículos 46.1, 46.2.a y 46.2.b, Convención Americana sobre Derechos Humanos) Opinión Consultiva  OC-11/99 del 10 de agosto de 1990, párrs. 23 y 24. 


� Corte I.D.H., Caso Castillo Páez. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 43, párrafo 103.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrafo 176.


� Artículo 28 de la Convención Americana: ”1. Cuando se trate de un Estado parte constituido como Estado Federal, el gobierno nacional de dicho Estado parte cumplirá todas las disposiciones de la presente Convención relacionadas con las materias sobre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial. 2. Con respecto a las disposiciones relativas a las materias que corresponden a la jurisdicción de las entidades componentes de la federación, el gobierno nacional debe tomar de inmediato las medidas pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que las autoridades competentes de dichas entidades puedan adoptar las disposiciones del caso parea el cumplimiento de esta Convención. […]”  


� (E/CN.4/2000/3/Add.3 del 25 de noviembre de 1999, párr. 97, Informe de la Relatora, Sra. Asma Jahangir, relativo a las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias Y presentado en cumplimiento de la resolución 1999/35 de la Comisión de Derechos Humanos, Visita a México)


� Siglas del Violent Crime Aprehension Program, FBI.


� Michael Fürhling, Alto Comisionado de las Naciones Unidas en Colombia. Intervención en el acto de clausura del Encuentro Internacional de Mujeres contra  la Guerra, Bogotá, 12 de agosto de 2004.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrafo 164.


� Corte I.D.H., Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros). Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37, párrafo 91.


� CIDH, “Situación de los Derechos de las Mujeres en Ciudad Juárez, México: El derecho a no ser objeto de violencia y discriminación” 2003, párr. 128. 


� CorteIDH, Caso Paniagua Morales y otros. Sentencia del 8 de marzo de 1998 (Fondo), párr. 173. 


� Se consideran también aquellas relaciones de parentesco y convivencia


� Primer informe de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua


� Segundo Informe de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua


� Idem


� Idem


� Idem


� Tercer informe de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua


� Idem


� Cfr Anexo de entrevistas


� Cfr Caso 5, entrevista a los y las familiares de las víctimas, ver anexo.


�  Palabras del doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, durante la  presentación del Informe Especial expuesto en el Senado de la República el lunes 24 de noviembre de 2003


� Cfr Caso 5, idem


� Louis Jounet


� CF Caso 8, entrevista a los y las familiares de las víctimas, ver anexo


� CF Caso 4, entrevista a los y las familiares de las víctimas, ver anexo


� El concepto de “reparación del daño” está referido a los estándares internacionales delimitados en los instrumentos sobre el particular definidos por la ONU, que deben incluir: Indemnización Compensatoria,  Garantía de no Repetición, Derecho a la Verdad y Derecho a la Justicia. La Indemnización Compensatoria debe incluir conceptos como atención al daño psicológico, restitución del buen nombre, reconstrucción del tejido social y compensación económica. Adicionalmente, el Estado debe ofrecer disculpas públicas por su inacción.


� 3er Informe de la Fiscalía Especial, enero 2005


� Laurie Freman y Kristel Muciño, Las muertas de Juárez ¿Repara el daño o crea impunidad?, WOLA, Enfoque, diario Reforma, 04/09/05, p.14


� Subprocurador Mario Alvarez Ledesma, La Jornada, 10 de agosto 2005


� En nota de La Jornada, firmada por Roberto Garduño y Enrique Méndez, “A mayor sufrimiento, mayor indemnización”, 10/08/05


� CF Caso 1, entrevista a los y las familiares de las víctimas, ver anexo


� CF Caso 3, entrevista a los y las familiares de las víctimas, ver anexo


� Fuente: OFICIO No. DGPDSC/UEAI/2361/2005, de fecha 27 de septiembre de 2005, firmado por el Mtro. Pedro José Peñaloza.


� Comprende la suma de sueldos y salarios del personal adscrito a la Fiscalía y el gasto corriente


� Oficio DGPDSC/UEAI/2313/2005., de fecha 21 de septiembre de 2005, firmado por el Mtro. Pedro José Penaloza.


� María López Urbina, Discurso de presentación del 2° Informe de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos Relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua. 25/10/04


� Con datos y aportes tomados del PLAN ALTERNATIVO PARA ESCLARECER EL FEMINICIDIO EN CIUDAD JUÁREZ; Grupo “Alternativas”


� Romel Jurado Vargas. Doctor en Jurisprudencia, Pos-grado en Derechos Humanos y Seguridad Democrática, candidato a Magíster de Derecho Constitucional de la Universidad Andina Simón Bolívar. Miembro de la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos INREDH, Consultor del Proyecto Latinoamericano de Medios de Comunicación de la Fundación Friedrich Ebert Stiftung.


� CF Caso 10, ver anexo.


� CF Caso 9, ver  anexo.


� CF Caso 7,  ver  anexo.


� CF Caso 5,  ver  anexo.


� CF Caso 8, ver  anexo.


� Dip. Dra. Marcela Lagarde y de los Ríos,1er …


� PLAN ALTERNATIVO PARA ESCLARECER EL FEMINICIDIO EN CIUDAD JUÁREZ; Grupo “Alternativas”





� Informe de México del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, bajo el artículo 8 del Protocolo Facultativo de la CEDAW, enero 2005





� CF Caso 4, ver anexo


� OEA/Ser.L/V/II.117; Doc. 1 rev. 1; 7 marzo 2003; Original: Español; Situación de los Derechos de las Mujeres en Ciudad Juárez, México: El Derecho de Estar Libre de Violencia y Discriminación; CIDH





� Siglas del Violent Crime Aprehension Program, FBI.
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